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OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYEC-
TO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 07 DE 
2011 SENADO, 143 DE 2011 CÁMARA, ACUMU-
LADO A LOS PROYECTOS DE LEY NÚMEROS 
09 DE 2011, 11 DE 2011, 12 DE 2011 Y 13 DE 2011 

SENADO
por medio del cual se reforman artículos de la  
Constitución Política con relación a la Administración 

de Justicia y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 25 de junio de 2012
Doctor
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente
Senado de la República
Congreso de la República
Ciudad
Respetado señor Presidente:

mediante el cual se permite enviar al Presidente de la 
República “para su promulgación, el Proyecto de Acto 
Legislativo número 07 de 2011 Senado, 143 de 2011 
Cámara, acumulado a los Proyectos de ley números 09 
de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado, 
‘por medio del cual se reforman artículos de la Cons-
titución Política con relación a la Administración de 
Justicia y se dictan otras disposiciones’ ”, el Gobierno 

-
ción y, en su lugar, devuelve con objeciones al Congreso 

sus disposiciones y en el contenido de las mismas se 

y la seguridad jurídica de los colombianos.
1. Procedencia de las objeciones
Como lo establece el artículo 188 de la Constitu-

ción Política, el Presidente de la República “simboliza 
la unidad nacional y al jurar el cumplimiento de la 
Constitución y de las leyes, se obliga a garantizar los 

el Congreso: “Juro a Dios y prometo al pueblo cumplir 

Como ciudadano, el Presidente de la República está 
obligado a cumplir la Constitución, a acatarla (artículo 
4º C. P.), a respetar y apoyar a las autoridades demo-
cráticas legítimamente constituidas para mantener la 
independencia y la integridad nacionales, y colaborar 
con el buen funcionamiento de la Administración de 
Justicia (artículo 95 C. P.). Como servidor público, es 
su deber cumplir y defender la Constitución y desem-

del Jefe de Estado está orientado por el compromiso 
-

titución y, con ello, de servir a la comunidad, promover 
la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 

(artículo 2º C. P.). Este compromiso se evidencia en el 
ejercicio de sus funciones autónomas, pero también en 

autoridades públicas.
Además, el artículo 113 de la Constitución advierte 

-
nes separadas pero colaboran armónicamente para la 

las competencias de las distintas autoridades públicas, 
es deber del Presidente de la República, en ejercicio 

cumplir los preceptos de la Constitución Política. De 

par la Constitución para colaborar con la función del 

integridad y supremacía de la Carta.
Remitido el Proyecto de Acto Legislativo número 

007 de 2011 Senado, 143 de 2011 Cámara y acumulados, 
“por medio del cual se reforman artículos de la Cons-
titución Política con relación a la Administración de 
Justicia y se dictan otras disposiciones”, el Presidente 
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atentan gravemente contra la integridad y supremacía 

procedimiento de aprobación de los textos de la reforma 

es tan nocivo para la institucionalidad y tan opuesto a 

acosados por la culminación de la legislatura, permiten 

-
te, la vulneración ostensible del trámite de aprobación 

a dudas no soportaría el más elemental control constitu-

con los debates mínimos exigidos por la Constitución 

largo del trámite del proyecto por el Congreso. 
En efecto, en el procedimiento de aprobación de 

algunas de las normas de la reforma se incurrió en se-
ria violación del proceso de reforma constitucional, lo 
cual implica, en algunos de los casos, exceso evidente 
en el ejercicio de las competencias de la Comisión de 
Conciliación, cuando no una desviación o perturbación 
ilegítima de la voluntad del Congreso. El Gobierno 

voluntad de reforma constitucional del Congreso no 

pueblo, democráticamente representada en la de sus 
congresistas.

presenta graves defectos de articulación en el ordena-

inconvenientes para el funcionamiento del Estado, para 
la administración pública, especialmente para la Admi-

y garantías públicas de los asociados. Tal como se ex-
plicará más adelante, algunas de las normas aprobadas 
por el Congreso tienen la capacidad de desestabilizar 
el andamiaje de la Administración de Justicia en detri-

Administración de Justicia o la afectación de principios 
como el de responsabilidad de los servidores públicos 
o transparencia de la función pública. 

Otras de las normas presentan problemas constitu-
cionales fruto de la vulneración del trámite de reforma. 
Algunas de las disposiciones fueron adoptadas sin 

el número de debates y votaciones reglamentarias, lo 

-
cuadamente valoradas. 

Todas estas irregularidades son, no solo jurídicamente 
desacertadas o inconvenientes, sino incompatibles con el 
debido funcionamiento de la Administración de Justicia, 
así como con el ejercicio transparente de los deberes 
asignados a los miembros del Congreso. Las mismas 

irregularidades comprometen seriamente los principios 
-

de las demás autoridades públicas. En estas condiciones, 

consecuencia de la entrada en vigencia de algunos de 
los artículos de esta reforma, es deber del Presidente de 

su voluntad, instrumentalizada, se cristalice en un acto 

Un análisis detenido de la institución de las objeciones 
gubernamentales, efectuado desde la perspectiva de los 
mecanismos constitucionales de protección de la Carta, 

compatible con los proyectos de actos reformatorios 
de la Constitución. 

aprobación de los proyectos de ley, el Presidente tiene 
la opción de sancionarlos u objetarlos. La Corte Consti-

otras disposiciones constitucionales, en el sentido de 

para los proyectos de ley y no para los actos legislativos. 
Esta interpretación, recogida en varios de sus pronun-
ciamientos1

sobre ningún caso de objeciones gubernamentales contra 
los proyectos de acto legislativo, encuentra apoyo en 

-
blica constituye la convalidación del proyecto de ley, 

constitucional o político, el Presidente puede negarse a 
sancionarlo como manifestación de su desacuerdo con 

político de sus artículos. 
En el terreno de los proyectos de acto legislativo, 

el procedimiento de aprobación es similar al de la ley, 

por la Constitución y la Ley 5ª de 1992, como el número 
de debates y las mayorías exigidas para su aprobación. 
Apoyada en esas singularidades, la Corte Constitucional 

ajenas al trámite de objeciones a actos legislativos, 
-

vos el Gobierno no tiene competencia para presentar 
objeciones. La Corte invoca el artículo 375 de la Carta 
para establecer esa diferencia, pero, como se verá más 

aborde el tema desde la consideración de todas sus 
implicaciones constitucionales. No existen entonces 
sentencias sobre objeciones presidenciales a actos legis-

introducidas por la Comisión de Conciliación ex novo, 
en realidad no materializan la voluntad del reformador 

dos periodos legislativos consecutivos.

-

normativa, a ciertos trámites y procedimientos. Una 

Congreso de la República ejerce su poder de reforma 

1 Sentencias C-1053 de 2005, C-543 de 1998, C-873 de 
2003 y C-222 de 1997.
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menos en el ámbito procedimental, su competencia se 
ejerce en los términos previstos por la Constitución y 

demandados ante la Corte Constitucional por vicios 
de procedimiento en su formación (artículo 241-1) 

En la misma línea, el artículo 379 de la Carta admite 
la eventualidad de declarar la inconstitucionalidad de 

establecidos en el Título XIII, pero la Corte Constitu-

Congreso de cumplir las exigencias contenidas en otras 
normas constitucionales y en las disposiciones legales 

control de constitucionalidad de un acto reformatorio 
de la Constitución está integrado por las normas del 

procedimiento; las normas constitucionales y orgánicas 

de reforma constitucional». 2. La propia Ley 5ª de 1992 

-
formar, adicionar o derogar los textos constitucionales, 
se denominan Actos Legislativos, y deberán cumplir 
el trámite señalado en la Constitución y en este Re-
glamento”, con lo cual pretende enfatizar la existencia 
de límites formales al poder de reforma constitucional.

En concordancia con este deber de estricta disci-

la Constitución el Congreso debe ser especialmente 
celoso en el ejercicio de su poder de reforma. Dado 

Nación, pues contiene los elementos estructurales del 

aspectos fundamentales de la estructura del Estado, la 

los aspectos de mayor relevancia del ordenamiento ju-

Al respecto, la Corte Constitucional dijo en la Sen-
tencia C-040 de 2010.

-

ese orden de ideas y a partir de un criterio teleológico, 

ejerce este Tribunal eleva su exigencia en el análisis 

No por otra razón la Corte Constitucional aseguró 
-

2 Sentencia C-1040 de 2005.

cional fuera el fruto de un consenso reforzado, plural, 
democrático y deliberativo, el constituyente consagró 

-
cia el procedimiento constitucional para la expedición 

3. A lo 

-
cional orientado al futuro, en el cual se consagran las 
normas mas importantes sobre los límites del poder, así 

fundamentales»4, por lo cual puntualizó:
-

Por el contrario, la tarea de controlar la sujeción estricta 
de los poderes constituidos al procedimiento de reforma 

C-1040 de 2005).

-
blema de sujeción a las disposiciones procedimentales 
contenidas en la propia Constitución y en la ley, sino 

y garantías de los ciudadanos en un Estado Social de 

existencia misma del Estado.

de la Constitución; y a pesar, también, de la circunstan-

constitucional es un procedimiento extraordinario, más 
-

de la reforma constitucional son, previsiblemente, las 

del país, no existe en el ordenamiento jurídico nacio-

o groseras del procedimiento de reforma.

colombiano para contener los efectos de reformas cons-
titucionales aprobadas en franca violación de la propia 
Constitución, o como resultado de la manipulación 

y valores comprometidos.
Así las cosas, el Gobierno enfrenta una paradoja 

colosal: la norma más importante del ordenamiento, el 
estatuto primordial de la Nación, se encuentra despro-

3 Ídem.
4 Ídem.
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ejercicio de sus propios mecanismos de reforma. La 

inerme frente a la violación de su propio régimen de 
transformación. 

La norma más poderosa de la Nación es, a su vez, 
la más frágil y la más expuesta de ellas. 

en su condición de guardiana de la integridad de la 
Carta Fundamental. No obstante, desde el punto de 

la reforma constitucional puede ser demanda en sede 

la Corte Constitucional respecto de la legitimidad del 
procedimiento de reforma sólo puede producirse tras 
la culminación de un proceso judicial cumplido (con la 

la reforma demandada. 
-

cionalidad contra los actos de reforma a la constitución 
sólo pueden presentarse dentro del año siguiente a la 

-
nismo de control jurisdiccional opera bajo la premisa de 

de su propio diseño, no garantiza el control preventivo 
(medida cautelar de suspensión provisional) de los actos 

-

de los actos jurídicos objeto de control constitucional 

ante la vigencia inminente de un acto legislativo mani-
5

es inexistente desde el punto de vista jurídico.

demanda de inconstitucionalidad contrarresta la im-
posibilidad de presentar objeciones al acto legislativo 

temporal, de reformas a la Constitución aprobadas con 
grave violación del trámite de reforma o, incluso, con 

ya se esbozó, causarían traumas y consecuencias de 
incalculables proporciones dentro del funcionamiento 
de la Administración de Justicia. Por ello, la alternativa 

inconstitucional un vicio protuberante de procedimiento 
no evita el menoscabo institucional, económico y jurí-

ayuda a mitigarlo.
Por similares razones, y por otras autónomas, tampo-

377 de la Constitución prescribe lo siguiente:
Artículo 377. Deberán someterse a referendo las 

reformas constitucionales aprobadas por el Congreso, 

5 Sentencia C-179 de 2004.

Capítulo I del Título II y a sus garantías, a los proce-
dimientos de participación popular, o al Congreso, si 
así lo solicita, dentro de los seis meses siguientes a la 
promulgación del Acto Legislativo, un cinco por ciento 

reforma se entenderá derogada por el voto negativo 

del censo electoral. 

derivar en la pérdida de vigencia de las normas mo-

conlleva. Adicionalmente, la necesidad de agotar ciertos 

jornada electoral para consultar la voluntad popular 

reformas constitucionales no necesariamente impo-
pulares, sino abiertamente violatorias del trámite de 
reforma de la Constitución. De otro lado, la clara con-
notación política del referendo revocatorio lo convierte 
en un mecanismo inadecuado para derogar reformas 
constitucionales irregulares por razones de trámite, es 

técnicos de procedimiento legislativo. Ello sin contar 

depende fundamentalmente de la movilización de la 
voluntad del pueblo y no necesariamente del peso de 
los argumentos jurídicos. 

Finalmente, tampoco es posible recurrir a las facul-

puede ejercer en desarrollo del Estado de Conmoción 

constitucional. Así, tampoco ante la eventualidad de 

trámite de reforma, podría el Gobierno adoptar medidas 

-
ducido con ostensible violación del trámite de reforma o 
con manipulación de la voluntad del Congreso no ofrecen 

-

a favor de la gravedad de los efectos de la reforma en 

con todos los traumas y afectaciones institucionales, 

dimensiones conlleva.

-
cia de la Constitución de 1991 las circunstancias del 
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objeción gubernamental contra ningún acto legislativo, 

jurisprudencial concreto, directo, explícito, fruto de la 

gobierno presente objeciones contra actos reformatorios 

venido advirtiendo.

negando la posibilidad de presentar objeciones guberna-
mentales a los proyectos de acto legislativo y la misma 
razón por la cual los pronunciamientos de la Corte no 

cuales, el de las objeciones gubernamentales, marca 
apenas un trazo tangencial. 

Constitución Política frente a actos reformatorios con-

trata de proteger la Constitución de su propio poder de 
reforma, pues este es connatural a su existencia, sino de 
protegerla contra las desviaciones o manipulaciones de 
la voluntad del Congreso, contra la instrumentalización 

garantizar la vigencia del Estatuto superior. 
Por ello, esta paradoja se convierte, en última instan-

cia, en una contradicción constitucional interna, pues la 
razón de ser de la Constitución Política es la de conservar 
su vigencia y su integridad, y una Constitución Política 
desguarnecida frente a las desviaciones del poder de 

-

no satisface ininterrumpidamente su función jurídica 
como estatuto fundamental. Vista de esta forma, una 

proyectos de acto legislativo por graves violaciones del 

una desarticulación interna de la Constitución Política, 
lo cual es inadmisible desde la perspectiva de la técnica 
de interpretación constitucional, y no es consecuente 
con su natural importancia como norma de normas. 

Constitución Política debe ser interpretada en el sentido 

-

vigencia simultánea y la maximización efectiva de sus 
preceptos6

emana directamente de la Constitución, entonces debe 

de ella misma, protegiéndola de manera e ca  contra 
los abusos por parte del poder de reforma.

-
mitan la preservación inmediata de la Carta frente a la 
instrumentalización y manipulación del poder de reforma 

6 Sentencia C-1287 de 2001.

no solo pone en tela de juicio la integridad misma de la 
Constitución, sino la vigencia de las garantías funda-
mentales protegidas por razón de su incorporación en 
ella. La manipulación, las desviaciones o los errores del 
poder de reforma pueden subvertir irremediablemente 

control rápida y adecuada para evitar la propagación 
de sus efectos. Si esos controles existen respecto de las 
leyes de la República (las objeciones presidenciales), y 
los actos de la Administración (suspensión provisional, 

violación de la estructura jurídica más importante del 
país? Si los actos legislativos están sometidos a mayor 

Si en los trámites de aprobación de leyes ordinarias 

tempranamente detectados por el Gobierno a través 

o una desviación del poder de reforma constitucional 

-
titucionalidad de actos reformatorios de la Carta por 

implican cambios abruptos en la estructura de la Carta 

constitucional, para introducir en su lugar institucio-
nes opuestas o completamente diferentes y ajenas a 

-
tución. Si el Estatuto Fundamental no está dotado de 

Constitucional decida sobre su legitimidad, entonces 

permite su revocación temporal o tolera su vulneración 
-

mento de autodestrucción temporal, de auto negación 

una sustitución de la Constitución. ¿No debe un Pre-

demanda la reforma y la Corte se pronuncia sobre su 

formalmente por la Constitución y la ley, con exigencias 
-

vidad de los proyectos, unidad de materia, entre otros, es 

conduzcan a una construcción desviada y manipulada de 
la voluntad del Congreso o, incluso, simplemente, a la 

gravedad, la ausencia de un mecanismo preventivo, 
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empuja la Constitución a un escenario de indefensión 

es decir, una indefensión inadmisible.

-

como consecuencia de un abuso, un error grave o 
una manipulación en el procedimiento de reforma. Y 

-
so, error o manipulación fueran demandados ante la 

se produce, nadie podría negar la vigencia y aplica-
ción de la norma espuria, altamente inconveniente y 
riesgosa para la estabilidad, incluso si la disposición 
fuera abiertamente contraria al paradigma democrático 

-
rantías de personas concretas. Incluso si reviviera de 
manera inconsulta, por ejemplo, la superada esclavitud 

opción de objetar el Proyecto de Acto Legislativo de 

argumentos jurídicos serios, defendibles, de contenido 

-
metros constitucionales de reforma puede ser sometido 
a este procedimiento, novedoso, por cierto, pero abso-
lutamente necesario e indispensable para garantizar la 
defensa del máximo paradigma jurídico del país. 

Abordado el asunto desde el punto de vista técnico, 

la presentación de objeciones gubernamentales contra 

el procedimiento de formación del acto legislativo. El 
-

dispone del término de seis días* para devolver con 
objeciones cualquier proyecto cuando no conste de 
más de veinte artículos; de diez días, cuando el proyecto 

Adicionalmente, el artículo 165 constitucional 

cámaras, pasará al Gobierno para su sanción. Si este no 

procedimiento de aprobación de las leyes, no de los 

En otras palabras, el artículo 165 establece la forma 

de proyectos de ley, pero no establece, como principio 

de ley podrán ser objetados. No es necesario entonces 

en negación de aplicación a procedimientos similares 
o análogos.

De otra parte, los proyectos de acto legislativo 
son remitidos al Presidente de la República para su 
promulgación por virtud de la interpretación de varias 
disposiciones legales, entre ellas, los artículos 119 de 
la Ley 489 de 1998 y 1º de la Ley 57 de 1985. En este 

dispone su publicación en el . No obstante, 

objetar los proyectos de ley, el Presidente podría, legí-
timamente, sin traumatismo alguno, objetar el proyecto 
de acto antes de proceder a su promulgación. 

El análisis del procedimiento de adopción del acto 

sin traumatismo alguno. Aún más, la inclusión puede 

contenidas en los capítulos anteriores referidas al proceso 

regulaciones constitucionales, tendrán en el trámite le-

las cosas, si la objeción prevista expresamente para los 
proyectos de ley es compatible en el procedimiento de 
aprobación del acto legislativo, entonces su aplicación 
es legalmente admisible.

-

inexistente. No obstante, un análisis más profundo, 
elevado sobre la necesidad de contar con un mecanismo 

-

actos legislativos existe un vacío de salvaguardia de la 
integridad constitucional, este puede llenarse razona-

procedimiento legislativo ordinario.
-

“El Título XIII de la Constitución, si bien contiene 
ciertas alusiones a la promulgación, no establece regula-

de la Carta a propósito de las reformas por la vía del 
Congreso de la República, deben suplirse por el trámite 
legislativo ordinario en cuanto no resulte incompatible 
con lo dispuesto en el Título XIII. Dentro del proceso 

por el gobierno (C.P. artículos 165 y 189 num. 10). 

como un instrumento de autenticidad y de publicidad, 

de objeción presidencial tampoco se impone un veto al 
Congreso por parte del Ejecutivo. La objeción guberna-
mental contra el Proyecto de Acto Legislativo no impone 
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el criterio del Gobierno sobre la voluntad democrática 

es la reforma constitucional objetada sea revisada en 
los motivos de inconstitucionalidad e inconveniencia 

desviación de su verdadera voluntad, tras lo cual el debate 

su cargo la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución (artículo 241 C. P.). Con la posibilidad de 
objetar el Proyecto de Acto Legislativo del Congreso, 
el Presidente cuestiona la legitimidad del proceso de 

-

colombianos, como se lo impone el artículo 188 C. P., y 

Constitución promueve y ordena (artículo 113 C. P.). 
En un escenario desprovisto de la posibilidad de 

objetar los proyectos de actos de reforma a la Consti-
tución, el gobierno solo representa el papel pasivo de 
convidado de piedra: un simple actor cuya única línea 
en el libreto lo obliga a publicar la reforma en el Diario 

ia
se envíe al Presidente de la República? Si este no tiene 

le impone esta obligación al Presidente del Congreso? 
¿Qué función relevante, desde el punto de vista insti-
tucional, político, jurídico etc., cumple el Presidente 
de la República en esta remisión sin sentido? Ninguna, 
evidentemente. 

Por ello, en este escenario, la única conclusión sen-
sata y verdaderamente afortunada, resultado de todas 

remisión del proyecto de acto de reforma al gobierno para 
efectos de su promulgación busca permitirle manifestar 
sus objeciones antes de proceder a la publicación, si 

interpretación de las normas constitucionales, criterio 

En un sistema de pesos y contrapesos como el del 
régimen constitucional colombiano, la presencia del 
Presidente en el acto de reforma constitucional no puede 
verse como un mero formalismo, ni como un gesto de 
cortesía institucional. La intervención del Gobierno en 

respete los aspectos esenciales de la misma Carta. No 
se trata, en este caso, de una usurpación de la facultad 
de reforma de la Constitución al Congreso, sino de la 
inclusión de un mecanismo de tipo preventivo, destinado 
a evitar posibles manipulaciones o graves alteraciones 

a garantizar la limpieza del proceso, la transparencia en 
la formación de la voluntad del Congreso y la integridad 
y supremacía de la Constitución Política.

-
bierno de objetar el Proyecto de Acto Legislativo tiene 

sustento jurídico sólido, y no es producto de la insensatez 
o la interpretación aislada de las normas constituciona-
les. Por el contrario, incorpora todas las disposiciones 
constitucionales pertinentes, articulándolas a la luz de 
los principios fundantes de la Constitución, pero funda-
mentalmente de la necesidad de preservar su vigencia 
suprema, permanente y continua.

objeciones antes de la promulgación de los proyectos 
-
-

brantamiento y por la pérdida de vigencia de la Cons-
titución Política. Esta conclusión es no solo necesaria 
e imprescindible, sino concordante con los criterios 
interpretativos de la Carta formulados por la Corte 
Constitucional. En este contexto, es imperioso reiterar 

de la Constitución debe ser una labor constante de todos 
los servidores públicos, no exclusivamente de los jueces. 

Y siendo el Presidente de la República, en su calidad 
de jefe de Estado, el primer servidor público en defender 

proyectos de acto reformatorio de la Carta vulneratorias 
de las normas constitucionales entren en vigencia sin 

a su cargo la obligación de promulgarlos. No sobra 

mismo, pues le permite reconocer posibles errores en 
el proceso de formación de la voluntad congresual, lo 

el marco del paradigma democrático.

Nacional concluye lo siguiente: la institución de las 
objeciones gubernamentales no es incompatible con el 
proceso de aprobación de los actos legislativos. Además 

-

adecuadamente con el trámite de aprobación de los 

de presentación de objeciones gubernamentales contra 
proyectos de acto legislativo desde la vigencia de la 

tenido oportunidad de sentar una jurisprudencia pun-

del trámite de aprobación de leyes ordinarias pueden 
aplicarse por analogía a los de reforma constitucional. 

además, una manifestación del principio de colaboración 

de la República no obstruye la voluntad legítima del 

la conservación del orden constitucional al ponerle de 

en el trámite de reforma de la Carta. Así vistas, las obje-
ciones no constituyen un veto gubernamental, sino una 

el orden jurídico constitucional. 
Por otro lado, las objeciones gubernamentales son 

-
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narios previstos por el ordenamiento para controlar la 
legitimidad del proceso de reforma constitucional no 

La posibilidad de presentar objeciones guberna-
mentales a los proyectos de acto legislativo responde 
además a la necesidad de preservar la existencia de la 
Constitución Política y garantiza la vigencia plena de 

en ella incorporados. Del mismo modo, las objeciones 

el respeto por los procesos de reforma constitucional, 

descansa ejemplarmente en el Jefe de Estado, este 

En atención a lo anterior, este Gobierno se permite 
formular las siguientes objeciones al Proyecto de Acto 
Legislativo puesto a su consideración:

2. Contenido de las objeciones
A continuación se exponen en concreto las razones 

del Gobierno para objetar el Proyecto de Acto Legisla-
tivo agrupadas según la gravedad o grado de impacto 
de los vicios advertidos. Con esa lógica, se presentan 

tienen origen en los vicios provocados en la actuación de 

exponen de forma grave la institucionalidad judicial. 

presentan glosas de orden constitucional en su forma-
ción y otros reparos graves de inconveniencia de entrar 

Posteriormente, se presentan otras objeciones de 
inconstitucionalidad fundadas en la inobservancia del 
trámite legislativo en instancia diferente a la actuación de 
la Comisión de Conciliación. Finalmente, se presentan 

del proyecto.
2.1 io  or i o i io a i a  a i -

ra i   o i io  i a   ia i   
 ro o i a i o o i  a  ir a ia  

 ro o a   r i io   o ia  o  i  
a ria   a i a i i a   o i i a
Como se advirtió en la primera parte del presente 

en el Congreso de la República para la expedición de 

Política, se encuentra sometido a las reglas del pro-

sean incompatibles con su naturaleza. Así lo dispone 
el artículo 227 de la Ley 5ª de 1992, conforme al cual 

expedición de las leyes.
En consideración de ello, la Corte Constitucional 

de vicios de procedimiento en este tipo de trámites no 

disposiciones contenidas en el Título XIII de la Cons-
titución Política como lo sugiere el texto del artículo 

normas de rango constitucional y también de carácter 
orgánico como la Ley 5ª de 1992. 

con la naturaleza del proceso legislativo constituyente, 
es posible la integración de comisiones accidentales de 
mediación, las cuales de conformidad con el artículo 
161 de la Constitución Política tienen la competencia 

los textos aprobados en cada una de las Cámaras. Por 

y con tanto o más rigor, tratándose de una reforma a 
la Constitución Política7

del pueblo a través del Congreso de la República como 
constituyente derivado.

En esas circunstancias, el artículo 186 de la Ley 
5ª de 1992 insiste en lo dispuesto por la Constitución 

al trámite legislativo experimente durante en el curso 

de la competencia de cada una de las células legislati-

diferir entre lo aprobado por una y otra de las Plenarias 
de cada Cámara.

partes de la iniciativa, respetando los principios de 

Constitución reconoce a las plenarias de cada una de las 
cámaras durante el segundo debate y lo es, por supuesto, 
por resultar compatible, en el proceso legislativo cons-
tituyente frente a los actos legislativos. Así, el artículo 

términos: “Durante el segundo debate cada Cámara po-

también es reconocida a las comisiones constitucionales 
en donde se surte el primer debate legislativo, como 
lo ponen de presente las normas de la Ley 5ª de 1992 
referentes a las proposiciones de adición.

En el caso de los actos legislativos, el ordenamiento 
jurídico (Ley 5ª de 1992, artículo 226) impone además 

-
gunda vuelta no alteren la esencia de lo aprobado ini-

en sus plenarias.

7 Cfr.  Sentencia C-1040 de 2005. “A este propósito se 
las reformas constitucionales exi-

jan procedimientos especialmente rigurosos -

fundamentales de las minorías o cambiar las reglas del 

-
comendado la existencia de rigurosos procedimientos de 
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los textos de las plenarias de cada una de las cámaras 

-

los debates reglamentarios y a una suerte de anulación 

reglamentarios. Al respecto la jurisprudencia precisó:
“Si un proyecto de ley puede ser reformado en una y 

otra Cámara, se presentarán, en la mayoría de los casos, 

como ley: aprobación en los cuatro debates reglamen-

presentan los proyectos aprobados por las plenarias, y 

así concluirse ágilmente el trámite de aprobación de 
8.

-

discrepancias se entienden “las aprobaciones de articu-
lado  a ra i i a a la otra Cámara, incluyendo 
las disposiciones nuevas” lo cual incorpora un criterio 

se provoca la competencia de la comisión de mediación. 

de la incorporación de textos nuevos, puede la comisión 
intervenir para dirimir tal discrepancia, lo cual resulta 

de Mediación no puede tomar el lugar de las Comisio-
nes Permanentes ni de las Plenarias encargadas de los 
debates respectivos del proyecto. Sobre este particular 
tuvo oportunidad la Corte Constitucional de precisar:

no están llamadas a sustituir la función de las Comisio-
nes Permanentes de cada una de las Cámaras, ni la de 
estas mismas, por ello si no hay discrepancias entre 
los proyectos aprobados por una y otra Cámara, no 
se genera el presupuesto necesario para que se inte-
gren y cumplan su función de mediación 9. (Subraya 
y destacado fuera de texto).

Así pues, provocada la competencia de la Comisión 
de Mediación ante la existencia de una discrepancia 
entre los textos aprobados en una y otra cámara, la labor 
de conciliación está obligada también a la observancia 
de los principios de “identidad y consecutividad, en el 

no pueden modi car la identidad de un 
proyecto
se presenten entre las Cámaras, en los casos en que el 
asunto de que se trate no guarde relación temática 
ni haya sido considerado en todas las instancias le-
gislativas reglamentarias”. 10 (Subraya y destacado 
fuera de texto).

8 Corte Constitucional Sentencia C-1488 de 2000.
9 Corte Constitucional Sentencia C-1053 de 2005.
10 Corte Constitucional Sentencia C-1147 de 2003.

Comisión de Conciliación para dirimir las discrepan-

en cada una de las cámaras, debe corresponder con los 

objeto de debate en cada una de las células legislativas 

2.1.1 La actuación de la Comisión de Con-
ciliación frente al artículo 235 de la Constitución 
Política

Tomando en consideración las pautas referidas, 
frente al numeral 4 del artículo constitucional aludido, 

el texto aprobado por la Plenaria del Senado “con una 
adición”, “el parágrafo 
transitorio aprobado por la Cámara de Representantes”.

comisión ejerció sin fundamentos sus competencias 

condujo a extender para los funcionarios enunciados 
en el numeral 4 del artículo 235 de la Constitución, una 

cual es la prevista en el parágrafo 2° del mismo artículo 
“privados de la 

libertad con posterioridad al proferimiento de la reso-
lución de acusación en rma sic  en su contra, salvo 
ue sean apre endidos en caso de agrante delito”.

tanto en Plenaria del Senado como en Plenaria de la 
-

la Nación o de sus delegados de la Unidad de Fiscalías 
ante la Corte Suprema de Justicia) sería la autoridad 
responsable de la investigación y la acusación de los 
funcionarios allí mencionados. En lo pertinente los 
artículos dispusieron:

ARTÍCULO 17 - Aprobado Sexto 
Debate

a a 228 del 14 de mayo de 2012

ARTÍCULO 17 - Aprobado 
Octavo Debate

Texto original del expediente 
legislativo

“Artículo 17. El artículo 235 de la Cons-

Artículo 235. Son atribuciones de la 
Corte Suprema de Justicia:

4. Juzgar, previa acusación del Fiscal 
General de la Nación, del Vice scal 
General de la Nación o de sus dele-
gados de la unidad de scalías ante 
la Corte Suprema de Justicia, a los 

Artículo 17. El artículo 235 de la 

Artículo 235. Son atribuciones 
de la Corte Suprema de Justicia:

4. Juzgar, previa acusación del 
Fiscal General de la Nación, del 
Vice scal General de la Nación o 
de sus delegados de la unidad de 

scalías ante la Corte Suprema 
de Justicia, a los Ministros del 

Como se observa, los textos en este punto eran 

funcionarios por parte de la Corte Suprema de Justi-

de Justicia, pues esa función de investigar y acusar le 
correspondería a la Fiscalía, como actualmente viene 
sucediendo. Ninguna diferencia existió en la voluntad 

operaría en los asuntos contra esos altos funcionarios. 
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-

de Conciliación. Sin embargo, la Comisión Accidental 
de Conciliación eliminó la frase “previa acusación del 

iscal eneral de la ación, del ice scal eneral de 
la ación o de sus delegados de la unidad de scalías 
ante la Corte Suprema de Justicia” con lo cual despojó 

-
ción y acusación y, adicionalmente, añadió la palabra 
“Investigar” al inicio del texto, dejando entonces en 
cabeza de la Corte Suprema de Justicia la atribución de 

Así las cosas, tanto la adición de la expresión “in-
“previa 

acusación del iscal eneral de la ación, del ice scal 
General de la Nación o de sus delegados de la unidad de 
scalías ante la Corte Suprema de Justicia” le estaban 

Conciliación, violando así, de manera grave, sus límites 
competenciales. 

-

separadas, resultó abiertamente desconocida e instru-

de ente investigador y acusador y la Corte Suprema de 
Justicia, las de juzgador. 

-

en las plenarias de las Cámaras no eran diferentes (eran 

abusivo carente de competencia, solo a título ilustrativo 

cuarto debate de la primera vuelta, se llegaron a consi-

del universo temático y de las alternativas discutidas, 
entre las cuales nunca estuvo dejar en la Corte Suprema 

viabilidad práctica de tal asignación de competencia y 
no la simple atribución de la misma sin la consideración 

-

asignar las responsabilidades sobre la investigación de 

cabeza de la Fiscalía; y no simplemente si se debía dejar 
en un mismo órgano, en este caso la Corte Suprema de 
Justicia, la investigación y juzgamiento de los mismos.

investigación y juzgamiento para estos casos dejando 
en cabeza de la Fiscalía General de la Nación la com-
petencia sobre lo primero (investigar y acusar) y a la 
Corte Suprema de Justicia la segunda (juzgar). 

Así las cosas, si en gracia de discusión se soslayara 
la evidente falta de competencia de la Comisión de 

propuesta desconoció el principio de identidad y con-
secutividad en el trámite legislativo constituyente, pues 
la voluntad de las Cámaras sobre el particular y los 

-

continuó inalterado en cada una de las ponencias tanto 
en comisión como en las plenarias de Cámara y Senado 
en la segunda vuelta.

mismo artículo 4° presentaran diferencias, no podía 
entenderse por la Comisión de Conciliación como una 

la Plenaria del Senado de la República incluyó entre 
los altos funcionarios destinatarios de la norma “a los 
consejeros del Consejo Nacional de Disciplina Judicial 
[y], a los miembros del Consejo Ejecutivo de Admi-

Representantes los excluyó.
En estas condiciones, bien podía la Comisión Acci-

dental de Conciliación proponer una fórmula sobre ese 

serían destinatarios de la norma “los miembros de la 

-

alternativo podía proponerse.
-

-
forme de conciliación desbordaba su objeto con tan solo 

sido votada mayoritariamente en las plenarias, supon-

las fórmulas propuestas no observen los principios de 
identidad y consecutividad, en clara contradicción de 
la jurisprudencia constitucional aludida.

numeral 4 con una fórmula inconsulta y nunca discutida 

a la Fiscalía General de la Nación a paralizar cerca de 
1.500 investigaciones a su cargo sobre esos funciona-
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un complemento de la propuesta de conciliación, en 

4, la Comisión de Conciliación añadió al inciso 1° del 
parágrafo 2° del artículo 235 la referencia en cuanto a 

Suprema de Justicia conocería de la investigación de 

sumó la referencia a los del numeral 4. 
Tal inclusión, en realidad comporta el desconoci-

el trámite de la ley. Lo anterior, si se tiene en cuenta 
-

parlamentarios, cual es la prevista en el parágrafo 2° 

ser “privados de la libertad con posterioridad al profe-

En efecto, el debate parlamentario en este punto 

merecían sus cargos, los funcionarios enunciados en 
el numeral 2 y 3 del artículo 235 de la Constitución 

artículos 135 numeral 2, 174 y 178 numerales 3 y 4; y 
a los miembros del Congreso, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República, miembros 
del Consejo Nacional Electoral, al Registrador General 
del Estado Civil y al Auditor General de la Nación.

Nunca los intensos debates consideraron incluir o, 

-
fensor del Pueblo, Consejeros del Consejo Nacional 
de Disciplina Judicial, miembros de Junta Ejecutiva 
de Administración, entre otros. 

numeral en el parágrafo, tiene un alcance sustancial 

-

del constituyente, razón por la cual su inclusión en 
el trámite de conciliación rompe abiertamente con el 

impone su eliminación del parágrafo.
Lo anterior comporta además graves problemas de 

-

dada y diseñada únicamente para proteger el ejercicio 
de ciertos cargos, claramente determinados por el cons-
tituyente derivado.

Adicionalmente, sumado a la falta de competencia 
de la Comisión de Conciliación, la improvisación en 

en el parágrafo transitorio de Senado la referencia 

resolución de acusación ejecutoriada al momento de 

1º, 2º y 3º del texto aprobados por la Plenaria de la 
Cámara, provocando entonces la más grave afecta-
ción posible en el diseño institucional, pues todos los 

del presente Proyecto de Acto Legislativo pasarán a 

en materia de prescripción, vencimiento de términos 
y libertad de los indiciados.

En relación con el parágrafo 2° del artículo 16 del 
texto conciliado, existe una situación de inconstitucio-

El texto del parágrafo en mención es el siguiente:
“Parágrafo 2°. La Corte Suprema de Justicia tendrá 

seis (6) Magistrados, con las calidades exigidas para 
los demás Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
elegidos por la Corte Constitucional para períodos 
de ocho (8) años de ternas presentadas a razón de 
tres (3) por el Presidente de la República, y tres (3) 
por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia...”. 
(Negrilla fuera de texto).

Si se compara esta fórmula con las aprobadas en 
segundo debate de segunda vuelta de Senado de la 
República (sexto debate) y segundo debate de segunda 
vuelta de Cámara de Representantes (octavo debate), se 

facultades y desconoció la voluntad de las respectivas 
plenarias. En efecto:

a) En el texto aprobado en sexto debate, se designa 
como electores de los magistrados de la Sala de Investi-

la Corte Constitucional y al Consejo de Estado, a razón 
de tres (3) Magistrados por cada una de estas altas cortes;

b) En el texto aprobado en octavo debate, se otorga 
a la Corte Constitucional la facultad de elegir a los 
citados magistrados “de ternas presentadas a razón de 
dos (2) por el Presidente de la República, dos (2) por el 
Fiscal General de la Nación y dos (2) por el Procurador 

Como lo argumentó claramente el gobierno Nacional 
en la Exposición de Motivos a este Proyecto de Acto 
Legislativo:

de las funciones entre investigación y juzgamiento 
-

titucional en la Sentencia C-583 de 1997, como una 

A su vez, es también una de las garantías judiciales 
mínimas consagradas en la Convención Interamericana 

fue uno de los fundamentos del sistema acusatorio en 
Colombia plasmado en la reforma realizada a través 

-

sido consagrado en numerosas sentencias de la Corte 
Constitucional, tales como la T-356 de 2007, la C-873 
de 2003, la C- 592 de 2005, la C- 425 de 2008 y la 
C-059 de 2010. 

ordenamiento jurídico, el principio acusatorio debe ser 
-
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ten en el país y no deberían realizarse excepciones al 
mismo, derivadas de las características del procesado. 
(Exposición de Motivos, páginas 112 y 113).

En atención a lo anterior, el curso de los debates 

las funciones de investigación y juzgamiento para efectos 
de la garantía de imparcialidad del juez de primera y 
de segunda instancia. En efecto, precisamente con esta 

Los Magistrados que integren las salas a las que 
se re eren los parágrafos 2o y o de este artículo no 
integrarán la Sala de Casación Penal ni la Sala Plena 
de la Corte Suprema de Justicia”.

Como vemos, el modelo diseñado no responde a 
la intención de las Plenarias de Cámara y Senado, las 

coincidían en asegurar la mencionada garantía de im-
parcialidad del juez de primera y de segunda instancia 
frente al investigador. Por ello, este modelo adoptado en 

nuevo con cuya creación la Comisión de Conciliación 
se excede en el ejercicio de sus competencias por cuanto 
implica una alteración sustancial del artículo.

procedente una solución como la adoptada por los 
miembros de la Comisión Accidental de Conciliación 
para allanar las diferencias entre los textos de Senado y 
Cámara de Representantes en segundo debate (segunda 

los miembros de la Sala Plena de la Corte Suprema de 
-

tentes para decidir la segunda instancia de los procesos 
penales contra los aforados según el parágrafo 3º del 

tres (3) de las ternas para elegir a los Magistrados de 

-
lidad de los unos frente a los otros, en grave perjuicio 
de las garantías procesales de los aforados.

Por estos motivos, el Gobierno Nacional objeta este 
artículo. 

2.1.2 La actuación de la Comisión de Conciliación 
frente al numeral 1 del artículo 183 de la Constitu-
ción Política

Otro tanto ocurrió con la conciliación del texto co-
rrespondiente al artículo 183 de la Constitución, en el 

para los congresistas. En este caso, si bien existían dis-
crepancias entre los textos aprobados en cada cámara 

un único texto, tal ejercicio excedió los límites mate-

la espalda a la voluntad del constituyente derivado y 

deliberó y concluyó sobre la viabilidad de un régimen de 

se mantendría como causal de pérdida o suspensión de 
la investidura para los Congresistas. Por su parte, en 
la Cámara de Representantes se eliminó la posibilidad 

-
tidura diera lugar a la suspensión como sanción de los 

de los procesos judiciales de nulidad de la elección, lo 
cual se entendió como una depuración de las causales 

Pues bien, sobre este particular la Comisión de Con-
ciliación integró la norma de manera sustancialmente 
permisiva, pues acogió un régimen de gradualidad 

eliminó uno de los mínimos connaturales al mismo, 
-

des se mantuviera como un causal de pérdida o por lo 

Esto representa un claro desborde de los límites de su 
competencia, y un abuso de poder, pues se trata de una 

de las opciones discutidas en el debate parlamentario, 
con lo cual se vicia la consecutividad y la identidad de 
la propuesta.

En efecto así lo revela el análisis sobre lo ocurrido 
con el tema a lo largo del debate parlamentario así:

En los textos aprobados en los primeros tres debates 
suspensión de la investidura, 

ello solo se consideró en la ponencia para cuarto debate 
(segundo debate, primera vuelta en Cámara de Repre-

sido aprobada por la Comisión Primera de Cámara. En 

artículo 184 C. P.: 
Artículo 7°. El artículo 184 de la Constitución Po-

“Artículo 184. El proceso de i  o pérdida de 
investidura de Congresistas se adelantará con sujeción 
a las siguientes reglas:

1. La i  o pérdida de la investidura será 
decretada por el Consejo de Estado de acuerdo con la 
Constitución y la ley, en un término no mayor de cua-

del auto admisorio de la demanda o de la ejecutoria 

según el caso. La solicitud de pérdida de investidura 
podrá ser formulada por la mesa directiva de la cámara 

2. La declaratoria judicial de nulidad de la elección de 
Congresista no impedirá la declaratoria de la pérdida de 
investidura o su i

3. El proceso de i  o pérdida de investidura 
tendrá dos instancias. El Reglamento del Consejo de 

sus Secciones, de los procesos de i  o pér-
dida de investidura para su conocimiento en primera 
instancia. La segunda instancia será de competencia 
de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo con 

en primera instancia.
4. La ley regulará lo relativo a la gradualidad de la 

sanción en los procesos de i  o pérdida de 

la modalidad de la conducta, así como el régimen de 
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Parágrafo transitorio. El Consejo de Estado, en el 
término de treinta (30) días contados a partir de la entrada 
en vigencia del presente acto legislativo, incorporará en 
su reglamento interno lo dispuesto en el numeral tres 

La anterior propuesta fue sustentada por los ponen-
tes así:

a a   r i a  i i ra r or a a  
ar o   a o i i

Cámara de Representantes, por cuanto consideramos 

de Justicia y no coadyuvan en absoluto a la celeridad, 

con ello se encuentran abordadas las 
-

llamizar al proponer el artículo y la Comisión Primera 

inciso modula y evita los abusos en la aplicación de las 
causales de inasistencia a las reuniones plenarias (Causal 
N° 2) y de no toma de posesión del cargo dentro de los 

 de las cámaras o de 

ro o  i  o r i a  i i ra 
r or a a  ar o   a o i i

medida, el texto aprobado en primer debate de Cámara 

materia del Proyecto de Acto Legislativo por cuanto 
toca con las reglas del proceso de pérdida de investidura 
de Congresistas. Al respecto, acogemos la propuesta 
de implementar la doble instancia en estos procesos, 
la segunda de las cuales será de competencia de la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo con exclusión 

instancia según se establezca en el reglamento del Con-
sejo de Estado. Compartimos también la ampliación de 

la elección del congresista impida la declaratoria de la 
pérdida de investidura por las causales establecidas en 
la Carta Política. En relación con el texto aprobado, 

siguientes términos: “proceso de suspensión o pérdida 
-
 

(Subrayado fuera de texto).
Esta última propuesta fue acogida por la Plenaria de 

la Cámara en primera vuelta. Sin embargo, a diferencia 
de lo propuesto por los ponentes, en la Plenaria se in-
corporó nuevamente una reforma al artículo 183 C. P., 
prácticamente en los mismos términos de lo aprobado por 
el Senado en segundo debate (primera vuelta), orientada 
a conservar las causales establecidas en la constitución 
vigente para la pérdida de investidura. Frente a estas, 

numeral primero y se eliminó la causal de no toma de 

“posesión del cargo dentro de los ocho días siguientes a 
la fecha de instalación de las Cámaras, o a la fecha en 
que fueren llamados a posesionarse”, la cual se convirtió 
en una causal para la vacancia del cargo. Esta decisión 
se tomó para evitar el supuesto riesgo expresado por 
los ponentes durante el debate en la Comisión Primera 
de Cámara, relacionado con los posibles abusos en la 
aplicación de la causal 3º contenida en la Constitución 
vigente. 

En el texto conciliado en primera vuelta se regresó al 
modelo aprobado por el Senado, con lo cual se eliminó 

suspensión de la investidura -
varon las causales de la Carta vigente, con excepción 

convertida en una causal de vacancia, como se explicó. 
Según consta en el informe de ponencia para primer 

debate en segunda vuelta en senado de la república, 

siguiente:
En desarrollo del principio de gradualidad se esta-

sanción aplicable a un congresista, pues el juez podrá 
recurrir también a la suspensión. En el parágrafo segundo 

cuando el Congresista no tome posesión del cargo 

Congreso, siempre y cuando no medie fuerza mayor. 
Por último en este parágrafo se elimina la última frase 
según la cual la falta de posesión en tiempo debido no 
genera perdida de investidura pues de acuerdo con la 

es la declaratoria de vacancia del cargo.
De esta manera se retomó el tema de la “suspensión 

de la Investidura”,

vuelta en Senado), en atención al principio de gradua-
lidad. 

En el sexto debate (segundo debate, segunda vuelta 
de Senado) y séptimo debate (primer debate, segunda 
vuelta de Cámara) se aprobó básicamente el mismo texto 

de investidura de la mano de las causales contenidas 
en la constitución vigente, esto es, con la infracción al 

investidura; con la inclusión del término “constitucio-

cambios de redacción.
La verdadera innovación en este tema surgió en el 

octavo debate. Los ponentes, luego de revisar las actas 
de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 y las 

expertos en el tema de la pérdida de investidura durante 
las reuniones preparatorias de la ponencia para octavo 
debate, decidieron introducir “un encabe ado al artículo 
18  C. P., del cual se dedu ca claramente la naturale a 
urídica del proceso de p rdida de investidura, de ni n-

dolo como un juicio autónomo de reproche ético ante 
el Consejo de Estado destinado a ‘preservar la digni-
dad de la investidura del congresista y enaltecer sus 
responsabilidades y funciones’.” (Informe de Ponencia 
para Segundo Debate, Segunda Vuelta en Cámara de 
Representantes).

Se regresó, pues, al concepto de pérdida de inves-
tidura para las faltas más graves cometidas por los 
congresistas. Lo anterior, por cuanto algunos de los 
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conductas más graves. Así las cosas, consideraron 

gradualidad a los procesos de pérdida de investidura 

de 1991 (como lo aprobó el Senado) sino, por el con-
trario, en delimitar de mejor manera las causales para 
su procedencia, las cuales sólo deberían dar lugar a la 
pérdida 

como las enunciadas en el informe de ponencia para 
octavo debate, en el sentido de eliminar “la causal de 
violación al régimen de inhabilidades, por cuanto al 
ser anteriores al momento de la elección, se alejan 
de la nalidad del proceso, consistente en evitar los 
abusos de la investidura. Además, para tales causales 
ya [existe] el proceso de nulidad electoral, por lo cual 
o i ra o   a r i a  i i ra r a 

r a   i a or a  a a  Además, se 

e indebida destinación de dineros públicos “por unas 
causales más de nidas y delineadas que dejen menos 
espacio a la subjetividad judicial”.

-
naria de la Cámara en octavo debate correspondía a 
un modelo distinto del aprobado por la Plenaria del 
Senado en sexto debate, del cual se separaron consciente 
y deliberadamente los representantes a la Cámara por 

de pérdida de investidura incorporando la posibilidad 

El Informe de Conciliación al Proyecto de Acto Le-

términos: “se adopta el aprobado por la Plenaria del 
Senado, eliminando el término inhabilidades de la 
causal primera y se adicionan los parágrafo sic  2  y 
transitorio aprobado por la Cámara”. 

Con esto, se optó por dejar vigentes únicamente 

Cámara de Representantes (excluyendo la violación 

el artículo 110 de la Constitución relacionada con la 
-

al tiempo de adoptar el criterio de gradualidad con la 

aprobado por el Senado. 
A juicio del Gobierno, se trata de una extralimitación 

-
dencia otorgan a las Comisiones de Conciliación, por 
cuanto no se trata simplemente de “una fórmula original 
para superar una discrepancia entre las Cámaras en 
torno a un tema”11 
se produjo la fusión de dos sistemas incompatibles y 

-
ción en uno solo alteró sustancialmente una y otra 

de las Plenarias consistente en evitar abusos y racio-

la inoperancia y la anulación de la misma. Al respecto 

11 Corte Constitucional, Sentencia C-040/10, Referencia: 
Expediente D-7857,  M. P. Luis Ernesto Vargas Silva, 
Bogotá, D. C., primero (1º) de febrero de dos mil diez 
(2010).

accidentales de conciliación están autorizadas para su-

de ley aprobados válidamente por las plenarias de las 

siempre y 
cuando se encuentren vinculados con la materia que 
dio origen al proyecto de ley correspondiente y no 
impliquen su modi cación sustancial. Por consiguien-

de textos nuevos, guardan conexidad temática con 
los textos aprobados por las cámaras, y por ende no 
alteran su sentido y nalidad, el texto correspondiente 
no estará viciado de inconstitucionalidad.

el único límite a la competencia de las comisiones de 
conciliación. El otro límite es el principio de identida 

Comisiones de Conci-
liación no pueden alterar la identidad del proyecto, 
ni introducir temas nuevos, que no sean necesarios 
para superar las discrepancias o que no guarden 
conexidad temática con la discrepancia y la mate-
ria del proyecto. Y precisamente con ese criterio, la 
Sentencia C-737 de 2001, M. P. Eduardo Montealegre 

la discrepancia 
entre las dos cámaras no era conciliable
diferencias entre lo aprobado por una y otra cámara 
era tan grandes, que en realidad se trataban de dos 
proyectos distintos12.

-

la Comisión de Conciliación al artículo, en este caso el 
de pérdida de investidura, terminen adoptando un nuevo 
régimen en la materia cuyos rasgos característicos sus-
tanciales no fueron objeto de ninguna discusión. Es por 

“Cada tema constitucional tiene entonces una identidad 
propia y es asimilable a un proyecto, para efectos de 
la competencia de las Comisiones de Conciliación”13.

-
cia una especie de debate adicional en el trámite de un 

“una Comisión integrada 
por un número limitado de Senadores y Representantes 

 no pueden sustituir la voluntad de una Comisión 
Constitucional Permanente” 14. Según la Corte Cons-

En efecto, no puede ser de recibo, ni lógica ni racio-

ser limitadas a su objeto, según lo dispone la Constitución 
Política y la Ley 5ª de 1992 (Reglamento del Congreso), 
llegue hasta el punto de sustituir y reemplazar unos 

12 Corte Constitucional, Sentencia C-551/03, M. P. Eduar-
do Montealegre Lynett, Bogotá, D. C., nueve (9) de julio 
de dos mil tres (2003).

13  Ídem.
14 Corte Constitucional, Sentencia C-702 de 1999, M. P. 

Fabio Morón Díaz, Referencia: Expediente D-2296, 
Santafé de Bogotá, D. C., septiembre veinte (20) de mil 
novecientos noventa y nueve (1999).
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requisitos constitucionales formal y sustancialmente 
tan esenciales como los debates
Comisión Constitucional Permanente, primero, y luego 
en la propia Plenaria de cada Cámara15. 

la intervención de la Comisión de Conciliación, la 
naturaleza sustancial de la discrepancia no permitía su 

realidad un nuevo régimen de pérdida de investidura para 
congresistas, cuyas notas características sustanciales no 
fueron parte del debate parlamentario. En consecuencia, 

-

e instrumentalizó la discrepancia para reabrir el debate 
sobre la materia, arrogándose la atribución de proponer 

se trata en realidad de un modelo del régimen pérdida 
de investidura nuevo y prácticamente inaplicable.

De lo expuesto en el punto 2.1 del presente escrito 
frente a la actuación de la Comisión de Conciliación 
se tiene:

i) Que tal como ocurre con el trámite de las leyes, el 
trámite legislativo constituyente admite la integración 

de las competencias de la Comisión de Conciliación 
consiste en la existencia de discrepancias entre los 
textos aprobados en cada una de las cámaras, aún las 
atribuibles a la incorporación de nuevos textos;

iii) Que ya en el ejercicio de las atribuciones de la 
Comisión de Conciliación, se deben observar límites 
materiales como lo son los principios de identidad y 
consecutividad;

Comisión de Conciliación provocó infundadamente el 
ejercicio de sus competencias, en abierto abuso de poder, 
frente al numeral 4 del artículo 235 de la Constitución 

entre los textos aprobados en cada una de las cámaras;
v) Que, si en gracia de discusión se obviara tan pro-

por la inobservancia de los principios de identidad y 
consecutividad, pues nunca el debate parlamentario 
consideró la posibilidad de asignar a la Corte Suprema 
de Justicia la investigación de los funcionarios a los 

tal posibilidad;
vi) Que el mismo vicio se observa ocurrió con la 

inclusión de la referencia al numeral 4 en el parágrafo 
2° del artículo 235 constitucional, pues condujo a una 
regla sustancial más allá de la simple armonización 

-

15 Corte Constitucional, Sentencia C-702 de 1999, M. P. 
Fabio Morón Díaz, Referencia: Expediente D-2296, 
Santafé de Bogotá, D. C., septiembre veinte (20) de mil 
novecientos noventa y nueve (1999).

solo pueden ser “privados de la libertad con posterio-
ridad al proferimiento de la resolución de acusación en 
rma sic  en su contra, salvo que sean aprehendidos 

en caso de agrante delito”

183, si bien los textos de las Plenarias resultaron di-
ferentes; la Comisión de Conciliación también en este 
caso instrumentalizó tal discrepancia para proponer 

sistemas incompatibles y diametralmente diferentes 

armonización en uno solo alteró sustancialmente una y 
otra propuesta legislativa desconociéndose los principios 

del ejercicio de sus competencias.
2.2 io  or i o i ia
Las objeciones presentadas por parte del Gobier-

fundadas en la inconveniencia de las disposiciones, a 
-

señalan por el Ejecutivo.

del Congreso cuando actúa en ejercicio del poder de 
-

rrollo del principio de colaboración armónica entre las 
ramas del poder público, el Gobierno debe llamar la 

desconocer abstractamente las normas constitucionales, 

vigor generará un muy grave estado de cosas, contrario 

función judicial, situación altamente inconveniente de 
cara a la obligación de la Jurisdicción de garantizar 

presenta al Congreso de la República las siguientes 
objeciones por razones de inconveniencia: 

2.2.1 D  a i o i ia  r i ir  a 
or a r a io a a o   a i io o i o  ro 
 a o  io ario   o  o o a

pretende garanti ar, de una parte la dignidad del 
cargo y de las instituciones que representan, y de otra 
la independencia y autonomía de algunos Órganos del 
Poder Público para garanti ar el pleno ejercicio de sus 
funciones y la investidura de sus principales titulares, las 
cuales se podrían ver afectadas por decisiones ordina-
rias originadas en otros poderes del Estado, distintos de 
aquel al cual pertenece el funcionario protegido con un 
fuero especial  de otra parte, el fuero sirve también para 
garanti ar que las decisiones de la voluntad general, 
bien sea que esta se haya expresado directamente o a 
través de sus representantes, no serán desconocidas, y 
que en todo caso prevalecerán los principios y procedi-
mientos consagrados en la Constitución y en la ley16.

16 Corte Constitucional. Sentencia C-222 de 1996. M. P. 
Fabio Morón Díaz.
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salvaguardia de la independencia, autonomía y funcio-

sirven los funcionarios vinculados por el fuero, pero 
busca evitar que mediante el abuso del 

derecho de acceso a la justicia se pretenda parali ar 
ilegítimamente el discurrir normal de las funciones 
estatales y el ejercicio del poder por parte de quienes 
han sido elegidos democráticamente para regir los 
destinos de la Nación.17.

Así las cosas, la norma constitucional vigente con-

una prerrogativa en materia penal para el Presidente de 

por delitos, sino en virtud de acusación de la Cámara 

De la misma manera, el artículo 178 de la Constitu-
ción vigente faculta a la Cámara de Representantes para 

el Fiscal General de la Nación o por los particulares, 
contra el Presidente de la República y contra los demás 

-
titución y, si prestan mérito, fundar en ellas acusación 
ante el Senado.

El Proyecto de Acto Legislativo pretende introdu-

vinculada al sector justicia. Bajo tales parámetros, el 
proyecto, en su tránsito por las Cámaras Legislativas, 
introdujo importantes precisiones a las normas relativas 

Cámara de Representantes en contra de algunos altos 
funcionarios estatales.

Con este propósito, el artículo 6º del proyecto apro-
bado en la Plenaria de la Cámara de Representantes en 
la Segunda Vuelta expresaba a la letra18:

“Artículo 6°. El artículo 178 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá 
las siguientes atribuciones especiales:

1. Elegir al Defensor del Pueblo. 
2. Examinar y fenecer la cuenta general del presu-

de la República. 

4. Presentar ante el Senado solicitud de juicio político 

veces y el Vicepresidente de la República previa apro-
bación de las dos terceras partes de los integrantes de 

causales de indignidad o mala conducta, o faltas disci-
Si los 

funcionarios mencionados en este numeral hubieren 
cesado en el ejercicio de sus cargos, la solicitud solo 
procederá por hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de sus funciones

17 Corte Constitucional. Sentencia C-222 de 1996, ya cita-
da.

18 a a número 

El interés del constituyente, como se advierte, fue 
reconocer la facultad otorgada a la Cámara de Re-
presentantes para solicitar un juicio político contra el 
Presidente y Vicepresidente de la República, como paso 

de faltas o delitos cometidos en el desempeño de sus 

de su cargo.
La consagración de una competencia de tal natura-

leza en cabeza la Cámara de Representantes conlleva 
un correlativo privilegio para la investidura presiden-

persecuciones políticas, lo cual se consigue situando la 
competencia en uno de los máximos órganos estatales, 
ajeno a eventuales presiones o injerencias indebidas.

Empero, el texto del Proyecto de Acto Legislativo 

señala expresamente19:

Artículo 6°. El artículo 178 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá 
las siguientes atribuciones especiales:

1. Elegir al Defensor del Pueblo. 
2. Examinar y fenecer la cuenta general del presu-

de la República. 
3. Acusar ante el senado al Presidente de la Repú-

faltas o causal de indignidad.

contemplaba el fuero especial para el Primer Man-
datario y el Vicepresidente de la República, respecto 
de los delitos o faltas cometidos en el ejercicio de sus 
funciones, aunque hubieren cesado el ejercicio de su 
cargo
estarían sometidos a jueces y tribunales ordinarios, sino 

como también su fuero ante la Corte Suprema de Justicia.

aprobada, quienes han sido democráticamente ele-
gidos para regir los destinos de la Nación, una vez 
abandonen el cargo y aun cuando se les investigue 
por acciones ejecutadas con ocasión de sus funciones, 
podrían ser objeto de investigación y juzgamiento, sin 
considerárseles la posibilidad de antejuicio político 
ante el Congreso, ni investigación y juzgamiento 
ante la Corte Suprema de Justicia.

La situación del Presidente y el Vicepresidente de la 

especial por manera alguna implica discriminación 
frente a otros procesados.

-
guración para regular el tratamiento de los altos fun-
cionarios estatales; sin embargo, el adelantamiento de 

19 a a  números 380 y 383 de 2012.
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antejuicios políticos en asuntos contra el Presidente y 
Vicepresidente por parte de la Cámara de Representantes 

-
tivas investiduras, así como a las responsabilidades 

constitucional y legal.
Por ello, la supresión de la disposición analizada, a 

juicio del Gobierno, resulta inconveniente y por ende 
-

bles parlamentarios introduzcan en el texto las modi-

conservarse, el antejuicio político ante el Congreso y 
aforamiento ante al Corte Suprema de Justicia para el 
Presidente y el Vicepresidente, aún en los eventos en 

aprobado en el segundo debate de la segunda vuelta (8 
debate) por la Plenaria de la Cámara de Representantes. 

2.2.2 io  or i o i ia  o ra  
o  ar o        o o i ia o  
ro o  o i a i o  

El Gobierno Nacional somete a consideración del 
Congreso una objeción de inconveniencia en contra 
de los artículos 20, 21, 22, 24 del texto conciliado 

distribución de funciones entre los tres niveles del Sis-
tema Nacional de Gobierno y Administración, a saber: 
(i) Sala de Gobierno Judicial, (ii) Junta Ejecutiva de 
Administración judicial y (iii) Director Ejecutivo de 
Administración Judicial. 

Estas disposiciones fueron aprobadas en el segundo 
debate de la segunda vuelta en la Plenaria de Senado 
(sexto debate) y en el segundo debate de la segunda 
vuelta de la Cámara de Representantes (octavo debate), 
de la siguiente manera: 

ARTÍCULO 21 - Aprobado Sexto Debate ARTÍCULO 21 - Aprobado Octavo Debate
Artículo 21

r o . La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial es la 
encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, así como la 

Estadísticas Judiciales, de la carrera judicial, de la escuela judicial y de las 

dicte la Sala de Gobierno. Las estadísticas judiciales deberán ser producidas, 
procesadas y difundidas conforme a los protocolos estadísticos establecidos 
por la autoridad nacional competente.
El Director Ejecutivo de Administración Judicial deberá ser profesional, con 

tener como mínimo veinte años de experiencia profesional.

Artículo 21
r o . La Gerencia de Administración Judicial es la encargada de 

ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto y de administrar el recurso 
-

dicte el Consejo de Gobierno Judicial. Las estadísticas judiciales deberán ser 
producidas, procesadas y difundidas conforme a los protocolos estadísticos 
establecidos por la autoridad nacional competente.

El Gerente de Administración Judicial deberá ser profesional, con título 

como mínimo, veinte (20) años de experiencia profesional relacionada, de 
los cuales diez (10) deben corresponder al diseño, ejecución o evaluación de 
políticas públicas, la administración pública o la gestión de la rama judicial. 
Su período será de cuatro (4) años.

ARTÍCULO 22 - Aprobado Sexto Debate ARTÍCULO 22 - Aprobado Octavo Debate
Artículo 22

r o  Corresponde a la Sala de Gobierno Judicial el ejercicio de 
las siguientes atribuciones:

en materia judicial de la rama
lograr una adecuada y oportuna Administración de Justicia.

2. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir 

3. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir tri-

-
concentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, 
de acuerdo con las necesidades de estos.
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno no podrá establecer a 

respectivo servicio en la ley de apropiaciones.
De la misma manera, con el propósito de evitar situaciones de congestión 

-
-

rados, entre otros aspectos, del conocimiento de procesos judiciales origi-

administrativos propios de las corporaciones a las cuales sean adscritos.

-
ministración de Justicia y los relacionados con la organización y funciones 
internas asignadas a los distintos cargos.

Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado, para cada una de sus 
respectivas jurisdicciones, por razones de necesidad o de conveniencia apo-

7. Elaborar el plan de desarrollo sectorial y aprobar el proyecto de presu-

Artículo 22
r o  Corresponde al Consejo de Gobierno Judicial el ejercicio de 

las siguientes atribuciones:
del sector jurisdiccional de la rama judicial con 

2. Presentar, a través de su Presidente, informes al Congreso de la República.
3. Fijar la división del territorio para efectos judiciales, así como los linea-
mientos para la creación, ubicación, redistribución, fusión, traslado, trans-
formación y supresión de tribunales, las salas de estos, los juzgados y cargos.

-
ciales, así como los relacionados con la organización y funciones internas 
asignadas a los distintos cargos.

de tecnologías de la información y las comunicaciones en el servicio judicial 
con efectos procesales, en los aspectos no previstos por el legislador.

Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado, para cada una de sus 
respectivas jurisdicciones, o del Gerente de Administración Judicial por ra-

garantizar la mejor prestación del servicio.
7. Aprobar el proyecto de Plan Sectorial de Desarrollo.
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8. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial 
con efectos procesales.
9. Decidir sobre la creación de jueces con competencia nacional y sobre el 

-
dicción, cuando la ley no atribuya tal competencia a otra autoridad judicial.
10. Elegir al Director Ejecutivo de Administración Judicial.

11. Darse su propio reglamento.

Parágrafo transitorio 1°. Las demás funciones atribuidas a la Sala Admi-
nistrativa del Consejo Superior de la Judicatura contempladas en la ley, se-
rán asumidas por la Sala Ejecutiva de Administración Judicial, la cual podrá 
delegarlas en el Director Ejecutivo

Parágrafo transitorio 2°. Las funciones atribuidas por la Ley a las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura seguirán sien-

-
nes a otra autoridad dentro del Sistema Nacional de Administración Judicial. 
El actual Director de Administración Judicial terminará su periodo.
Parágrafo transitorio 3°. Los Magistrados de Carrera de las Salas Admi-
nistrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura serán incorporados 
por la Sala Ejecutiva de Administración Judicial, en los Tribunales Adminis-

de carrera judicial.

8. Aprobar el Proyecto de Presupuesto del sector jurisdiccional de la Rama 

9. Decidir sobre la creación de jueces con competencia nacional y sobre el 
-

dicción, cuando la ley no atribuya tal competencia a otra autoridad judicial.
10. Elegir al Gerente de Administración Judicial, al Auditor de la Rama Ju-
dicial y al Director de la Escuela de la Rama Judicial. 
11. Organizar la escuela de la rama judicial.
12. Recibir y evaluar en sesión ordinaria los informes de las comisiones al 
exterior otorgadas a los Magistrados o Jueces de la República, distintas de 
las destinadas al cumplimiento de su función jurisdiccional.
13. Elaborar las listas de elegibles, previa convocatoria pública, para la se-
lección de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 

cuenta para la elaboración de las mismas.
14. Darse su propio reglamento.

Parágrafo transitorio 1°. Las demás funciones atribuidas por la ley a la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura serán asumidas 
por la Junta Ejecutiva de Administración Judicial, la cual podrá delegarlas 
en el Gerente -

Parágrafo transitorio 2°. Las funciones atribuidas por la ley a las Salas Ad-
ministrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura seguirán siendo 

otra autoridad del Sistema Nacional de Gobierno y Administración Judicial. 

Parágrafo transitorio 3°. Se garantizarán sin solución de continuidad los 
-

Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura a través de su 
incorporación en otros cargos de igual o superior categoría en el Sistema Na-
cional de Gobierno y Administración Judicial o en las demás corporaciones 

cargos. 
Parágrafo transitorio 4°. Una vez entre en vigencia el presente acto legis-
lativo, el Consejo de Gobierno Judicial tomará de inmediato las medidas 
administrativas pertinentes para garantizar el cabal funcionamiento de las 

-

Parágrafo transitorio 5°.
momento de entrada en vigencia del presente acto legislativo se encuentren 
laborando en el Consejo Superior de la Judicatura y en los Consejos Seccio-
nales de la Judicatura, conservarán la misma forma de vinculación laboral 

carrera judicial, de provisionalidad o de libre nombramiento y remoción.
La incorporación de los citados servidores públicos, será entonces en cargos 
de igual o superior categoría en el Sistema Nacional de Gobierno y Adminis-
tración Judicial o en las demás corporaciones judiciales del país.

ARTÍCULO 23 - Aprobado Sexto Debate ARTÍCULO 23 - Aprobado Octavo Debate
Artículo 23. Adiciónese un artículo nuevo a la Constitución, del siguiente tenor:

r o   Corresponde a la Sala Ejecutiva de Administración judicial 
el ejercicio de las siguientes atribuciones:

2. Autorizar la apertura de concursos.

Artículo 23. Adiciónese un artículo nuevo a la Constitución, del siguiente tenor:
r o  . Corresponde a la Junta Ejecutiva de Administración Judicial 

el ejercicio de las siguientes atribuciones:
1. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir 

desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, 
de acuerdo con las necesidades de estos y de conformidad con la división del 

En ejercicio de esta atribución, la Junta Ejecutiva de Administración Judicial 

puedan dilatar la oportuna Administración de Justicia, se podrán crear en forma 

aspectos, del conocimiento de procesos judiciales originados en acciones de 

propios de las corporaciones a las cuales sean adscritos.
2

así como los relacionados con la organización y funciones internas asignadas 
a los distintos cargos.

de tecnologías de la información y las comunicaciones en el servicio judicial 
con efectos procesales, en los aspectos no previstos por el legislador.
4. Administrar la carrera judicial.
5. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales 

la rama judicial. Se exceptúa la jurisdicción penal militar, la cual se regirá 
por normas especiales.

Administración Judicial.
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4. Velar por el cumplimiento de los planes y proyectos del plan sectorial de 
desarrollo.
5. Elegir al auditor de la Rama Judicial.
6. Llevar el registro nacional de abogados y auxiliares de la justicia y expedir 
las tarjetas profesionales.
7. Llevar el control de gestión de calidad y expedir las directrices respectivas.
8. Velar por el bienestar social y la seguridad de los servidores de la Rama 
Judicial, para lo cual dictará los reglamentos necesarios.
9. Expedir el Estatuto sobre expensas y costos con sujeción a la ley.
10. Analizar y rendir concepto ante la Sala de Gobierno Judicial acerca de los 

para cada una de sus respectivas jurisdicciones, como sustento de una solici-

11. Apoyar al Director Ejecutivo de Administración Judicial en la elaboración 
del proyecto de presupuesto de la Rama Judicial.

12. Hacer seguimiento permanente al empleo de tecnologías de información 
en el servicio judicial.

Parágrafo. La ley podrá atribuir privativamente la función prevista en el 
numeral 6º de este artículo a un Colegio Nacional de Abogados, cuya creación 

7. Velar por el cumplimiento de los planes y proyectos del plan sectorial de 
desarrollo.

8. Llevar el registro nacional de abogados y auxiliares de la justicia y expedir 
las tarjetas profesionales.
9. Llevar el control de gestión de calidad y expedir las directrices respectivas.

10. Aprobar el Estatuto sobre expensas y costas con sujeción a la ley.

11. Analizar y rendir concepto ante el Consejo de Gobierno Judicial acerca 

de Estado, para cada una de sus respectivas jurisdicciones, o el Gerente de 
Administración Judicial como sustento de una solicitud de revisar, reasignar 

de la jurisdicción.
12. Apoyar al Gerente de Administración Judicial en la elaboración de los 
proyectos de Plan Sectorial de Desarrollo y de Presupuesto del sector juris-
diccional de la Rama Judicial.
13. Apoyar al Director de la Escuela de la Rama Judicial en la elaboración 
de los planes de formación y capacitación de los empleados y funcionarios 
judiciales.
14. Aprobar los planes de formación y capacitación de los empleados y 
funcionarios judiciales.
15. Darse su propio reglamento.

Parágrafo. La ley podrá atribuir privativamente la función prevista en el 
numeral 8 de este artículo a un Colegio Nacional de Abogados, cuya creación 

ARTÍCULO 25 - Aprobado Sexto Debate ARTÍCULO 24 - Aprobado Octavo Debate
Artículo 25. La Constitución Política tendrá un artículo nuevo así:

r o   Corresponde al Director Ejecutivo de Administra-
ción Judicial el ejercicio de las siguientes atribuciones y funciones:

promover el acceso a la justicia.
2. Establecer la estructura así como designar y remover a los 
empleados de la dirección ejecutiva.
3. Elaborar las listas para la designación y elección de funciona-

acuerdo con el concurso. Se exceptúa la jurisdicción penal militar 

4. Administrar la Carrera Judicial.
5. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la estructura admi-
nistrativa y de los medios necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones.
6. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y des-

7. Elaborar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial.

8. Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.

9. Administrar un sistema único de estadísticas judiciales, con-
forme a los protocolos estadísticos establecidos por la autoridad 
nacional competente.
10. Representar y ejercer la defensa judicial de la rama judicial.

Artículo 24
r o 257. Corresponde al Gerente de Administración Judicial 

el ejercicio de las siguientes atribuciones y funciones:

promover el acceso a la justicia.
2. Establecer la estructura de la Gerencia de Administración Judi-
cial, así como designar y remover a los empleados de la misma.

3. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la estructura admi-
nistrativa y de los medios necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones.
4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y des-

5. Hacer seguimiento permanente al empleo de tecnologías de la 
información y las comunicaciones en el servicio judicial.
6. Elaborar los proyectos de Plan Sectorial de Desarrollo y de 
presupuesto del Sector Jurisdiccional de la Rama Judicial.
7. Elaborar el proyecto de estatuto sobre expensas y costas con 
sujeción a la ley.
8. Ejecutar el presupuesto del Sector Jurisdiccional de la Rama 
Judicial.
9. Elaborar la propuesta de división del territorio para efectos 
judiciales, la cual será remitida al Consejo de Gobierno Judicial.
10. Administrar un sistema único de estadísticas judiciales, de 
conformidad con los protocolos estadísticos establecidos por la 
autoridad nacional competente.
11. Representar judicial y contractualmente a la rama jurisdiccional.

Congreso de la República. 

El texto conciliado, en relación con estos artículos, 
contiene las siguientes disposiciones: 

r o . El artículo 255 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 255. La Dirección Ejecutiva de Adminis-
tración Judicial es la encargada de ejecutar los planes 
sectoriales y el presupuesto, así como la administración 
del recurso humano y del Sistema Único de Información 

y Estadísticas Judiciales, de la carrera judicial, de la 
escuela judicial y de las demás actividades administra-
tivas de la Rama, con sujeción a las políticas que dicte 
la Sala de Gobierno. Las estadísticas judiciales deberán 
ser producidas, procesadas y difundidas conforme a los 
protocolos estadísticos establecidos por la autoridad 
nacional competente.

El Director Ejecutivo de Administración Judicial 
deberá ser profesional, con título de maestría en cien-
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cias administrativas, económicas o nancieras y tener 
como mínimo veinte años de experiencia profesional.

r o . El artículo 256 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 256. Corresponde a la Junta de Gobierno 
Judicial el ejercicio de las siguientes atribuciones:

1. Diseñar y jar las políticas en materia judicial de 
la rama con el n de lograr una adecuada y oportuna 
Administración de Justicia.

2. Fijar la división del territorio para efectos judi-
ciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.

3. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, 
transformar y suprimir tribunales, las salas de estos, 
los ju gados y cargos, cuando así se requiera para la 
más rápida y e ca  Administración de Justicia, así como 
crear salas desconcentradas en ciudades diferentes de 
las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con 
las necesidades de estos.

En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno 
no podrá establecer a cargo del tesoro obligaciones 
que excedan del monto global jado para el respectivo 
servicio en la ley de apropiaciones.

De la misma manera, con el propósito de evitar 
situaciones de congestión que puedan dilatar la opor-
tuna Administración de Justicia, se podrán crear en 
forma transitoria, en cualquiera especialidad o nivel 
de la jurisdicción, despachos de descongestión que sólo 
ejercerán las funciones que expresamente se precisen 
en su acto de creación y, por tanto, podrán quedar 
exonerados, entre otros aspectos, del conocimiento de 
procesos judiciales originados en acciones populares, 
de cumplimiento, hábeas corpus y de asuntos admi-
nistrativos propios de las corporaciones a las cuales 
sean adscritos.

. Regular los trámites judiciales y administrativos 
que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador.

5. Dictar los reglamentos necesarios para el e ca  
funcionamiento de la Administración de Justicia y los 
relacionados con la organi ación y funciones internas 
asignadas a los distintos cargos.

6. De acuerdo con los objetivos, los criterios y los 
límites generales que estable ca la ley, revisar, reasig-
nar o jar competencias de los despachos judiciales en 
cualquiera de los niveles de la jurisdicción, a instancia 
de la Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado, 
para cada una de sus respectivas jurisdicciones, por 
ra ones de necesidad o de conveniencia apoyadas en 
estudios que evidencien una grave situación de conges-
tión actual o inminente con la nalidad de garanti ar 
la mejor prestación del servicio.

7. Elaborar el plan de desarrollo sectorial y aprobar 
el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial, que 
deberá ser remitido al Gobierno.

8. Regular el empleo de tecnologías de información 
en el servicio judicial con efectos procesales.

9. Decidir sobre la creación de jueces con compe-
tencia nacional y sobre el cambio de radicación y el 
traslado de procesos judiciales de cualquier jurisdic-
ción, cuando la ley no atribuya tal competencia a otra 
autoridad judicial.

10. Elegir al Director Ejecutivo de Administración 
Judicial.

11. Darse su propio reglamento.
12. Las demás que le atribuya la ley.

ar ra o ra i orio °  Las demás funciones atri-
buidas a la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas 
por la Junta Ejecutiva de Administración Judicial, 
la cual podrá delegarlas en el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial, hasta tanto se expida la ley 
estatutaria a que hubiere lugar.

ar ra o ra i orio °  Las funciones atribuidas 
por la ley a las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura seguirán siendo ejercidas 
por ellas hasta tanto se expida la Ley que atribuya tales 
funciones a otra autoridad dentro del Sistema Nacio-
nal de Administración Judicial. El actual Director de 
Administración Judicial continuará en el cargo,

Parágrafo ra i orio °  Se garanti arán sin so-
lución de continuidad los derechos adquiridos y de 
carrera judicial, en cualquier situación administrativa 
en la que se encuentren, de quienes sean magistrados de 
las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales 
de la Judicatura a través de su incorporación en otros 
cargos de igual o superior categoría en el Sistema 
Nacional de Gobierno y Administración Judicial o en 
las demás corporaciones judiciales del país de igual 
categoría. Así mismo se garanti an los derechos de las 
personas que se encuentren en listas de elegibles para 
proveer dichos cargos.

Parágrafo ransitorio . na ve  entre en vigencia 
el presente acto legislativo, el Consejo de Gobierno Ju-
dicial tomará de inmediato las medidas administrativas 
pertinentes para garanti ar el cabal funcionamiento de 
las Salas a las que se re eren los parágrafos 2  y  del 
artículo 235 de la Constitución, a efectos de asegurar 
la continuidad de las actuaciones que pasan a ser de 
su competencia”. 

ar ra o ra i orio °  Los servidores públicos no 
magistrados, que al momento de entrada en vigencia 
del presente acto legislativo se encuentren laborando 
en el Consejo Superior de la Judicatura y en los Con-
sejos Seccionales de la Judicatura, conservarán la 
misma forma de vinculación laboral que traían y los 
derechos propios de cada una de estas formas, bien 
sean de carrera judicial, de provisionalidad o de libre 
nombramiento y remoción.

La incorporación de los citados servidores públicos, 
será entonces en cargos de igual o superior categoría 
en el Sistema Nacional de Gobierno y Administración 
Judicial o en las demás corporaciones judiciales del 
país”.

r o . Adiciónese un artículo nuevo a la 
Constitución, del siguiente tenor:

Artículo 256A. Corresponde a la Sala Ejecutiva de 
Administración judicial el ejercicio de las siguientes 
atribuciones:

1. bicar y redistribuir los despachos judiciales, de 
conformidad con la división del territorio y las decisio-
nes que para tal n tome la Sala de Gobierno Judicial.

2. Autori ar la apertura de concursos.
3. Aprobar los estados nancieros de la entidad.
. elar por el cumplimiento de los planes y proyectos 

del plan sectorial de desarrollo.
5. Elegir al auditor de la Rama Judicial.
6. Llevar el registro nacional de abogados y auxi-

liares de la justicia y expedir las tarjetas profesionales.
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7. Llevar el control de gestión de calidad y expedir 
las directrices respectivas.

8. Velar por el bienestar social y la seguridad de los 
servidores de la Rama Judicial, para lo cual dictará 
los reglamentos necesarios.

9. Expedir el Estatuto sobre expensas y costos con 
sujeción a la ley.

10. Anali ar y rendir concepto ante la Sala de Go-
bierno Judicial acerca de los estudios que presenten 
la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado, 
para cada una de sus respectivas jurisdicciones, como 
sustento de una solicitud de revisar, reasignar o jar 
competencias de los despachos judiciales en cualquiera 
de los niveles de la jurisdicción.

11. Apoyar al Director Ejecutivo de Administración 
Judicial en la elaboración del proyecto de presupuesto 
de la Rama Judicial.

12. Hacer seguimiento permanente al empleo de 
tecnologías de información en el servicio judicial.

13. Las demás que le atribuya la ley.
ar ra o  La ley podrá atribuir privativamente 

la función prevista en el numeral 6  de este artículo 
a un Colegio Nacional de Abogados, cuya creación y 
funcionamiento serán de nidos por el legislador.

r o . La Constitución Política tendrá un 
artículo nuevo así:

Artículo 257A. Corresponde al Director Ejecutivo 
de Administración Judicial el ejercicio de las siguientes 
atribuciones y funciones:

1. Garanti ar el e ciente funcionamiento del sistema 
judicial y promover el acceso a la justicia.

2. Establecer la estructura así como designar y 
remover a los empleados de la dirección ejecutiva.

3. Elaborar las listas para la designación y elección 
de funcionarios judiciales y enviarlas a la entidad que 
deba designarlos, de acuerdo con el concurso. Se ex-
ceptúa la jurisdicción penal militar que se regirá por 
normas especiales.

. Administrar la carrera judicial.
5. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la 

estructura administrativa y de los medios necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones.

6. Llevar el control de rendimiento de las corpora-
ciones y despachos judiciales.

7. Elaborar el proyecto de presupuesto de la Rama 
Judicial.

8. Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.
9. Administrar un sistema único de estadísticas 

judiciales, conforme a los protocolos estadísticos esta-
blecidos por la autoridad nacional competente.

10. Representar y ejercer la defensa judicial de la 
rama judicial.

11. Las demás que le atribuya la ley.
Del Acta de Conciliación se deduce claramente 

elaborada y aprobada por la Plenaria del Senado de la 
República en sexto debate, sustituyendo únicamente las 

-

parte del texto aprobado en segundo debate (segunda 
vuelta) en Cámara de Representantes (octavo debate). 

-
ción antes enunciada resulta altamente inconveniente, 
por cuanto al asignársele tantas y tan detalladas com-
petencias a la Sala de Gobierno Judicial en materia de 
ejecución, y no solo de dirección y diseño de política, 
se desnaturalizaría su carácter de ente rector u órgano 
superior de decisión y planeación de grandes políticas, 
planes y proyectos, al punto de confundirse con algunas 
de las funciones de la Junta Ejecutiva de Administra-
ción Judicial la cual, en ese caso, se tornaría absoluta-
mente redundante. Lo anterior daría lugar, además, a 
la colusión o confusión de ciertas competencias y a la 
necesidad de dotar a la Sala de Gobierno Judicial de un 

podría llevar a la destinación de tiempo completo de los 
miembros de esta Sala, lo cual, por la naturaleza de sus 
cargos, resulta a todas luces de imposible cumplimiento.

Más aún, para el Gobierno Nacional, en la distribu-
ción de funciones aprobada por el Senado de la República 
son demasiado robustas las competencias asignadas al 
Director Ejecutivo de Administración Judicial, lo cual 

en tres niveles de dirección, gestión y ejecución, con 
graves repercusiones para el manejo de los cuantiosos 

-

manera transitoria. 
En concreto, el Gobierno considera inconvenientes 

1. Que sea el Director ejecutivo de Administración 
Judicial el encargado de “de la carrera judicial” y “de 
la escuela judicial” (artículo 20 del texto conciliado) y 

conciliado, numeral 4) y de “Elaborar las listas para la 
designación y elección de funcionarios judiciales y en-

ibid, numeral 

en 8º debate, a la Junta Ejecutiva de Administración 
Judicial. 

en lugar de diseñar únicamente las políticas del “sector 

aprobado en octavo debate;

(artículo 21 del texto conciliado, numeral 2), cuando lo 

división del territorio para efectos judiciales “así como 
los lineamientos para la creación, ubicación, redistribu-

c) “Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, 

Administración Judicial, como sería conveniente para 

manera permanente para atender funciones tan exigentes 
como las arriba mencionadas;

d) “Regular los trámites judiciales y administrativos 
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del texto conciliado, numeral 4), cuando lo propio era 
asignarle únicamente la función de aprobar tales regla-

Administración Judicial, como fue aprobado en octavo 

de la Administración de Justicia y con los proyectos de 
Plan Sectorial de Desarrollo y de Presupuesto del sector 
jurisdiccional de la Rama Judicial (en el caso de estos 
dos últimos, la Cámara asignaba a la junta ejecutiva la 
función de apoyar al gerente de administración judicial 
en la elaboración de los citados proyecto).

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno 
Nacional objeta los anteriores artículos por razones de 

por la Comisión de Conciliación desnaturaliza el diseño 

aumentaría la presión burocrática sobre el primero de 
tales niveles y empoderaría excesivamente al Director 

2.2.3 De la inconveniencia de la supresión de un 
régimen de transición para llevar a cabo el reempla o 
de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura: 

Al comparar los textos aprobados en sesiones plena-
rias de segunda vuelta del Senado (6º debate) y Cámara 
(8º debate), en lo relacionado con la redacción del artí-
culo 20, relativo al régimen de transición aplicable para 
la eliminación del Consejo Superior de la Judicatura, 

Plenaria de Cámara, se estableció lo siguiente:
“Parágrafo transitorio 1º. El Consejo de Gobierno 

y la Junta Ejecutiva de la Administración Judicial empe-
zarán a ejercer sus funciones dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la entrada en vigencia del presente Acto 
Legislativo, al cabo de los cuales asumirán los asuntos 

Consejo Superior de la Judicatura de conformidad con 
la distribución de competencias prevista en este acto 

-
gislativo conservarán plena validez y vigencia. Durante 
el lapso de tres (3) meses antes mencionado, la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
seguirá ejerciendo sus funciones.

Parágrafo transitorio 2º. El Consejo Nacional de 
Disciplina Judicial empezará a ejercer sus funciones 
dentro de los tres (3) meses siguientes a la entrada en 
vigencia del presente Acto Legislativo, al cabo de los 

Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura de conformidad con las competencias 

momento conservarán plena validez y vigencia. Du-
rante este lapso, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura seguirá ejerciendo 
sus funciones, con excepción del conocimiento de 
acciones de tutela.

Para tal efecto, dentro de los treinta (30) días calen-
dario siguientes a la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, la Corte Constitucional, el Consejo de 
Estado, la Corte Suprema de Justicia y el Presidente de 
la República presentarán a consideración del Congreso 
de la República las ternas para elegir a los miembros del 
Consejo Nacional de Disciplina Judicial; y el Congreso 
contará con un plazo adicional de cuarenta (40) días 

en segunda vuelta (6º debate), no estableció régimen 
de transición alguno.

-
lacionado con el artículo bajo análisis se expresó en la 

se presentó de la siguiente manera: 
“ ar ra o ra i orio. El Consejo Nacional de 

Disciplina Judicial empe ará a ejercer sus funciones 
dentro de los tres 3  meses siguientes a la entrada en 
vigencia del presente Acto Legislativo, al cabo de los 
cuales asumirá los asuntos de los que esté conociendo la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura de conformidad con las competencias 
atribuidas a aquél en este acto legislativo. Todas las 
actuaciones y decisiones que estén en rme en ese mo-
mento conservarán plena valide  y vigencia. Durante 
este lapso, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura seguirá ejerciendo sus 
funciones, y no conocerá de nuevas acciones de tutela.

Para tal efecto, dentro de los treinta 30  días calen-
dario siguientes a la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, la Corte Constitucional, el Consejo 
de Estado, la Corte Suprema de Justicia, presentarán 
a consideración del Congreso de la República las ter-
nas para elegir a los miembros del Consejo Nacional 
de Disciplina Judicial  y el Congreso contará con un 
pla o adicional de cuarenta 0  días calendario para 
reali ar la respectiva elección”.

Como se aprecia, al estudiar el contenido del parágra-
fo transitorio correspondiente al artículo 19 del Proyecto 
de Acto Legislativo, reformatorio del artículo 254 de la 

un régimen de transición para el remplazo de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 

Plenaria de Cámara en segunda vuelta. 
De todo lo anterior, el Gobierno considera importante 

tener en cuenta las siguientes apreciaciones:
a) La Sentencia C-428 de 2009, al referirse a los 

propósitos de los regímenes de transición, precisó:
“ iii  su propósito es el de evitar que la subro-

gación, derogación o modi cación del régimen anterior, 
impacte excesivamente las aspiraciones válidas de los 
asociados, especialmente si existe la posibilidad de 
minimi ar esa incidencia y de armoni ar las expecta-
tivas ciudadanas”

b) La Administración de Justicia es una función 
pública caracterizada por el ejercicio de actuaciones 
públicas y permanentes (artículo 228 C. N.). Desde esta 
óptica, aplicar un régimen de transición ante el remplazo 
de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, sería la mejor manera de garantizar el dere-

de Justicia (artículo 229 C. N.);
c) Al referirse a la Administración de Justicia la 
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“ no de los presupuestos esenciales de todo Estado, y 
en especial del Estado social de derecho, es el de contar 
con una debida Administración de Justicia. A través 
de ella, se protegen y se hacen efectivos los derechos, 
las libertades y las garantías de la población entera, 
y se de nen igualmente las obligaciones y los deberes 
que le asisten a la administración y a los asociados. Se 
trata, como bien lo anota la disposición que se revisa, 
del compromiso general en alcan ar la convivencia 
social y pací ca, de mantener la concordia nacional y 
de asegurar la integridad de un orden político, econó-
mico y social justo”

d). A la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura le corresponde de conformidad con la 
Ley 270 de 1996, “Estatutaria de la Administración de 

efectiva Administración de Justicia, el cumplimiento 
de funciones tales como:

“Autori ar la celebración de contratos y convenios 
de cooperación e intercambio que deban celebrarse 
conforme a la Constitución y las leyes para asegurar 
el funcionamiento de sus programas y el cumplimiento 
de sus nes, cuya competencia corresponda a la Sala 
conforme a la presente ley”. 

“Aprobar los proyectos de inversión de la Rama 
Judicial”. 

“Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, 
transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos 
y los Ju gados, cuando así se requiera para la más 
rápida y e ca  Administración de Justicia, así como 
crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de 
las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con 
las necesidades de estos”.

“Administrar la Carrera Judicial de acuerdo con 
las normas constitucionales y la presente ley”.

“Regular, organi ar y llevar el Registro Nacional de 
Abogados y expedir la correspondiente Tarjeta Profe-
sional, previa veri cación de los requisitos señalados 
por la ley”.

un período de transición para la entrada en funciona-
miento del Consejo de Gobierno Judicial y de la Junta 
Ejecutiva de Administración Judicial, en reemplazo de 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judi-
catura, genera un efecto claramente inconveniente para 

Justicia, pues impide el empalme con la nueva estructura 
administrativa de la Rama judicial. La supresión de esa 
norma tiene el efecto de producir un traumatismo severo 

órgano asumirá transitoriamente el cumplimiento de las 

operación administrativa de la justicia, en tanto se 

de Acto Legislativo. 
2.2.  De la inconveniencia de la inexistencia de un 

régimen de transición para el adelantamiento de los 
procesos que actualmente están a cargo de la Corte 
Suprema de Justicia en contra de aforados, y el régimen 
de privación de la libertad de los aforados mencionados 
en el numeral  del artículo 16 del texto de nitivo del 
Proyecto de Acto Legislativo20. 

20

Consejeros del Consejo Nacional de Disciplina Judicial, 
a los miembros de la Junta Ejecutiva de Administración 

-

-
to de Acto Legislativo aprobados en Sesiones Plenarias 
en segunda vuelta del Senado (6º debate) y Cámara (8º 
debate), en lo relacionado con la redacción del artículo 
17, relativo al régimen de transición aplicable para el 
nuevo sistema de juzgamiento de aforados por la Corte 

-
tivo aprobado por la Plenaria de Cámara, se estableció 
lo siguiente:

ar ra o ra i orio °  Lo dispuesto en el pre-
sente artículo sobre investigación y ju gamiento penal 
de aforados constitucionales se regirá por la Ley 600 
de 2000 en tanto el legislador no tome una decisión 
distinta.

ar ra o ra i orio °. Dentro de los quince 
15  días siguientes a la entrada en vigencia del pre-

sente acto legislativo, el Presidente de la República, el 
Fiscal General de la Nación y el Procurador General 
de la Nación presentarán a consideración de la Corte 
Constitucional las ternas para elegir a los miembros 
de la Sala de Investigación y Cali cación de que trata 
el parágrafo segundo de este artículo. En el mismo tér-
mino, la Corte Constitucional conformará la lista para 
la elección de los miembros de Sala de Ju gamiento en 
primera instancia.

“La Corte Constitucional tendrá un pla o adicional 
de quince 15  días para hacer los nombramientos de 
los magistrados con base en las ternas enviadas y la 
lista conformada, respectivamente”. 

en segunda vuelta (6º debate), estableció el siguiente 
régimen de transición:

ar ra o ra i orio. Lo dispuesto en el presente 
artículo sobre investigación y ju gamiento de aforados 
constitucionales no se aplicará a los delitos por los 
cuales se hubiere proferido resolución de acusación 
ejecutoriada al momento de la entrada en vigencia del 
presente acto legislativo.

texto conciliado no contempla normas de transición 
para los procesos en curso ante la Corte Suprema de 
Justicia, ni los plazos para la pronta integración de la 

una situación de limbo jurídico, altamente inconveniente 
de cara a los principios constitucionales de celeridad, 

sobre la determinación del régimen legal aplicable para 
el juzgamiento de los aforados en el nuevo sistema, así 

elección de los nuevos magistrados de las salas de In-

Suprema de Justicia, generarán la paralización de los 

regulatorio favorece a los actuales investigados. Este 
caos judicial debe prevenirse mediante la consagración 

ción, a los Miembros del Consejo Nacional Electoral, a 
los Agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el 
Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directo-
res de los Departamentos Administrativos, a los Emba-
jadores y Jefes de Misión Diplomática o Consular, a los 
Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los 
Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.
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de las normas de transición adecuadas, por lo cual el 
Gobierno comedidamente sugiere al Congreso redise-
ñar el régimen de transición pretermitido en la etapa 
de conciliación, como sí lo preveía el texto aprobado 
en segundo debate de la segunda vuelta (8º debate), 
aprobado por la plenaria de la Cámara. 

regulatorios no impacten desproporcionadamente las 
situaciones jurídicas en curso, originando inseguridad 
jurídica a los asociados y traumatismos en la recta 

“evitar que la subrogación, de-
rogación o modi cación del régimen anterior, impacte 
excesivamente las aspiraciones válidas de los asociados, 
especialmente si existe la posibilidad de minimi ar esa 
incidencia y de armoni ar las expectativas ciudadanas”.

rigen la investigación y juzgamiento de las conductas 
penales de los altos funcionarios del Estado, por lo cual 
la ausencia del régimen de transición señalado resulta 
ser aun más grave, dado el legítimo interés público en 

2.2.4.2 Finalmente, la falta del régimen de transi-

circunstancia de la inclusión dentro del parágrafo 2º del 
artículo 16 del texto conciliado del Proyecto de Acto 

-
cional, de la mención de los aforados mencionados en 
el numeral 4 de este mismo artículo21. Esta mención, 

a tales aforados les sea extensible la garantía conforme 
a la cual solo podrán ser privados de la libertad con pos-
terioridad al proferimiento de la resolución de acusación 

investigadas por la Fiscalía General de la Nación, en 

de entrar en vigencia el acto legislativo, como en aparte 
inicial de este documento ya se indicó, en virtud de las 
objeciones por inconstitucionalidad. 

El Gobierno destaca con particular énfasis la inconve-

2.2.5 La inconveniencia del régimen de pérdida de 
la investidura diseñado en la etapa de conciliación. 

Como se explicó en líneas anteriores, el texto con-
ciliado del artículo 6º del Proyecto de Acto Legislativo 

regula el régimen de pérdida de la investidura de los 
congresistas, es del siguiente tenor:

“Artículo 6°.

21

Consejeros del Consejo Nacional de Disciplina Judicial, 
a los miembros de la Junta Ejecutiva de Administración 

-
ción, a los Miembros del Consejo Nacional Electoral, a 
los Agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el 
Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directo-
res de los Departamentos Administrativos, a los Emba-
jadores y Jefes de Misión Diplomática o Consular, a los 
Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los 
Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.

Artículo 183. Los Congresistas solo serán suspen-
didos o perderán su investidura:

1. Por violación del régimen constitucional de incom-

2. Por la inasistencia, en un mismo período de se-

proyectos de acto legislativo, de ley o mociones de 
 o caso fortuito.

3. Por indebida destinación de dineros públicos.
-

bado.
Parágrafo 1°. La causal 1 en lo referido al régimen 

los Congresistas participen en el debate y votación de 
proyectos de actos legislativos.

Parágrafo 2°  Cuando un Congresista no tome po-

fortuito 

a posesionarse, se declarará la vacancia del cargo y las 
mesas directivas de las respectivas cámaras llamarán a 

Parágrafo 3º. La causal de pérdida de investidura a 

no será aplicable a los miembros de las corporaciones 
públicas.

Parágrafo transitorio. Las sentencias de pérdida de 

en vigencia del presente acto legislativo conservarán 

El articulado arriba transcrito, correspondiente al 
texto conciliado, implica una combinación de los textos 
aprobados por las Plenarias de Senado (6º debate) y de 
Cámara (8º debate). De un lado, recoge la idea acogida 
por la plenaria del Senado de la República conforme 
a la cual el principio de gradualidad debe modular la 
aplicación de las sanciones, por lo cual la pérdida de la 
investidura no debe ser la única sanción aplicable a un 
congresista, pues el Consejo de Estado podría recurrir 
también a la imposición de la suspensión como sanción. 
Empero, este sistema gradual diseñado por el Senado 

faltas de distinto nivel de gravedad, dentro de las cuales 

diseñado un sistema conforme al cual el proceso de pér-
dida de la investidura debía tener un carácter subjetivo, 

un juicio autónomo de reproche ético 
ante el Consejo de Estado que podrá dar lugar a la 
pérdida de la investidura del Congresista en los casos 
de grave perjuicio para el Congreso”. En este sistema, 
la única sanción era la pérdida de investidura y no cabía 

digna para ostentar la investidura: o se es ético no se 
es. Consecuentemente, se eliminaba como causal de 
pérdida de la investidura la violación del régimen de in-

a la elección, es decir, con ocasión de una candidatura 
y no como una irregularidad en tiempos de desempeño 
parlamentario. 

dos sistemas concebidos por cada una de las cámaras 
legislativas, acogiendo el régimen de gradualidad 
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autónomamente decidieron las plenarias de Senado y 
Cámara en el sexto y octavo debates. Por lo demás, el 

de la pérdida de investidura, por lo cual el Gobierno lo 
estima altamente inconveniente. Así mismo, el carácter 

a explicar:
a) El régimen de pérdida de investidura no puede 

ser subjetivo, proporcional ni gradual en su sanción. 
Ello por cuanto no es un proceso de naturaleza jurídica 

la protección del principio de representación política. 
La dignidad para ejercer el cargo de elección popular es 
absoluta, o se tiene o no se tiene, en virtud precisamente 

El constituyente de 1991 así lo entendió;
b) La gradualidad en la imposición de la pena por 

parte del constituyente desnaturaliza el sistema regula-
torio del régimen de pérdida de investidura y en últimas 

ninguna de las causales consagradas en la reforma, 

casi imposible, dada la obligación de demostrar “el 

sujeto pasivo del correspondiente juicio;

con el acaecimiento de sus presupuestos axiológicos 

al congresista el dolo o la culpa en su ocurrencia para 

demostrar probatoriamente en el proceso, de acuerdo 

-
gidos por la jurisprudencia;

d) No resulta conveniente si se va a consagrar un 

Con fundamento en las consideraciones anteriores, 
el gobierno objeta por razones de inconveniencia el 
artículo 6º del texto conciliado del Proyecto de Acto 

-

realmente la dignidad del Congreso Nacional. 
2.2.6 De la inconveniencia del fuero especial 

otorgado a los secretarios generales de la Cámara de 
Representantes y del Senado de la República

-
veniente incluir a los Secretarios de Senado y Cámara 

fuero especial (antejuicio político ante el Congreso y 
aforamiento ante la Corte Suprema de Justicia) otorga-
do, este sí de manera conveniente, al Presidente de la 

de la República, a los magistrados de la Corte Consti-
tucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
Nacional de Disciplina Judicial, del Consejo de Estado, 
al Fiscal General de la Nación, al Procurador General 
de la Nación y al Contralor General de la República.

El fuero especial constitucional para los altos fun-
cionario del Estado encuentra su razón de ser en la 
necesidad de garantizar, “por una parte, la dignidad del 

la independencia y autonomía de algunos órganos del 
poder público para garantizar el pleno ejercicio de sus 
funciones y la investidura de sus principales titulares, 
las cuales se podrían ver afectadas por decisiones ordi-
narias originadas en otros poderes del Estado, distintos 

fuero especial22

-

Generales del Senado y la Cámara de Representantes, 

están llamados a cumplir funciones y responsabilidades 
generales de estirpe meramente administrativas, de 

del Congreso de la República, las cuales resultan aje-

un antejuicio político ante el Congreso y un aforamiento 
ante la Corte Suprema de Justicia.

En la Sentencia T-438 de 1994, con ponencia del 
Magistrado Carlos Gaviria Díaz, en relación con el fuero 
de altos funcionarios, la Corte Constitucional señaló:

necesaria autonomía en el ejercicio de sus atribuciones, 
únicamente están sometidos al escrutinio y juicio del 

la Constitución contempla, y al de la Corte Suprema de 
Justicia - Sala Penal- cuando se trate de la comisión de 

excluidos del poder disciplinario del Consejo Superior 

Corporación sobre los funcionarios de la Rama Judicial 
carentes de fuero y sobre los abogados en ejercicio de 

“Se trata de garantizar, como lo hace la Constitu-
ción mediante tales normas, que no exista ninguna 
clase de interferencia por parte de unos órganos 
judiciales en las funciones que ejercen otros con igual 
rango constitucional. Ello armoniza con la garantía 
de autonomía funcional de los jueces plasmada en sus 

Nótese cómo estas consideraciones no resultan 
predicables de los Secretarios Generales de Cámara y 

constitucional de los demás aforados, por lo cual la ex-
tensión a ellos de esta garantía resulta contraria a criterios 

Por lo anterior el Gobierno sugiere respetuosamente 

ordenamiento constitucional y, por ende, sugiere elimi-

tengan un antejuicio político y un aforamiento ante la 
Corte Suprema de Justicia.

22 Sentencia SU-624/96.
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 ra  o io  or i o i io a i a  io-
a i   r i   a ro a i   a o  ar o  
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  r i  i a i o  ar ra o ra i o-

rio  ar o °  o i a i o  or  a   
o i a  ar o   a o i i  o i a 

o o i   ri i io  o i i a
Establece el artículo 7° del Proyecto de Acto Legis-

lativo remitido por el Congreso de la República para la 
respectiva promulgación:

“Artículo 7°. El artículo 184 de la Constitución 

Artículo 184. El proceso de suspensión o pérdida de 
investidura de Congresistas se adelantará con sujeción 
a las siguientes reglas: 

1. En el proceso de suspensión o pérdida de inves-
tidura se tendrá en consideración el dolo o la culpa 

al principio de proporcionalidad. La ley regulará las 
causales previstas en la Constitución. 

2. La suspensión o pérdida de la investidura será 
decretada por el Consejo de Estado de acuerdo con la 
Constitución y la ley, en un término no mayor de cua-

del auto admisorio de la demanda o de la ejecutoria 

según el caso. La solicitud de pérdida de investidura 
podrá ser formulada por la mesa directiva de la cámara 

para estructurar una causal de pérdida de investidura. 
Quienes presenten demandas de suspensión o pérdida 

de investidura infundadas o temerarias, serán condena-
dos a pagar las costas del proceso. 

La ley determinará los términos de caducidad de la 
acción y de prescripción de la suspensión o la pérdida 
de la investidura. 

1. La declaratoria judicial de nulidad de la elección 
de Congresista no impedirá la declaratoria de suspen-

2. El proceso de suspensión o pérdida de investidura 
tendrá dos instancias. El Reglamento del Consejo de 

procesos entre sus Secciones, para su conocimiento en 
primera instancia por el pleno de la sección correspon-
diente. La decisión de segunda instancia será adoptada 

de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo con 

asunto en primera instancia. 
En todo caso la suspensión no podrá ser superior 

a un año. 

pendientes de fallo al momento de la entrada en vigencia 
del presente acto legislativo serán remitidos por reparto 
a las distintas Secciones de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado para continuar con 
su trámite en primera instancia. Igual procedimiento 
se surtirá en los demás procesos que se adelanten 
ante la jurisdicción contenciosa administrativa en 
contra de los congresistas”. (Subraya extratextual).

-
brayado del parágrafo transitorio del artículo 184 de 

del texto conciliado, resulta contrario a la Constitución 

su aprobación se desconoció el artículo 375 superior, 
en concordancia con los artículos 157 y 158 ibídem, al 
contravenirse el principio de consecutividad.

Lo anterior por cuanto, revisado el trámite legislativo 

del texto conciliado, y comparados los diferentes textos 

comisiones permanentes constitucionales de Cámara y 

no conocieron en momento alguno, salvo en el segundo 
debate de la Plenaria de la Cámara en la segunda vuelta 

de investidura (procesos judiciales ante lo contencioso 

resulta no solo novedoso al texto del Proyecto de Acto 

tratando en los diferentes debates ante las comisiones 
y plenarias, afectando así la esencia de lo aprobado en 

a los procesos de pérdida de investidura y no a otros 
procesos contencioso administrativos, lo cual rompe la 
conexidad con los temas antes aprobados.

Así, el tema incorporado en el texto de la norma 
conforme al cual “Igual procedimiento se surtirá en los 
demás procesos que se adelanten ante la jurisdicción 
contenciosa administrativa en contra de los congresis-
tas”, 

En la primera vuelta, no se incluyó en la ponencia 
para primer debate en la Comisión Primera del Senado 
de la República ( a a  o r o número 747 de 

aprobó el Proyecto de Acto Legislativo respectivo (días 
5 y 6 de octubre de 2011);

No se incluyó en la ponencia para segundo debate en 
la Plenaria del Senado ( a a  o r o números 
763 y 806 de 2011), ni se debatió ni incluyó en la sesión 

8 de noviembre de 2011); 
No se incluyó en la ponencia para primer debate en 

la Comisión Primera de Cámara ( a a   o r -
o números 903, 912 y 913 de 2011), ni se debatió ni 

Cámara de Representantes aprobó el Proyecto de Acto 
Legislativo (días 30 de noviembre y 1 y 2 de diciembre 
de 2011);

No se incluyó en la ponencia para segundo debate 
en la Cámara de Representantes ( a a  o r o 
números 944 y 951 de 2011), ni se debatió ni incluyó 

el Proyecto de Acto Legislativo (días 13 y 14 de di-
ciembre de 2011);

Comisión de Conciliación ( a a  o r o nú-

Plenarias de ambas Cámaras en sendas sesiones del 16 
de diciembre de 2011; 
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Tampoco se incluyó en la publicación del Decreto 
número 467 del 6 de marzo de 2012, “por el cual se 
ordena la publicación del Proyecto de Acto Legislativo 
número 07 de 2011 Senado, 1 3 de 2011 Cámara, acu-
mulado a los Proyectos de ley números 09 de 2011, 11 
de 2011, 12 de 2011, y 13 de 2011 Senado, por medio 
del cual se reforman artículos de la constitución política 
con relación a la Administración de Justicia y se dictan 
otras disposiciones, primera vuelta”.

No se incluyó en la ponencia para primer debate, en 
segunda vuelta, ante la Comisión Primera de Senado (5º 
debate) ( a a  o r o número 139 de 2011), ni 

el Proyecto de Acto Legislativo respectivo (días 17 y 
18 de abril de 2012);

No se incluyó en la ponencia para segundo debate, 
en segunda vuelta, ante la Plenaria de Senado (6º de-
bate) ( a a  o r o número 210 de 2012), ni 

el Proyecto de Acto Legislativo respectivo (días 10 de 
mayo de 2012);

No se incluyó en la ponencia para primer debate, en 
segunda vuelta, ante la Comisión Primera de la Cámara 
de representantes (7º debate) ( a a  o r o 
número 282 de 2012), ni se debatió ni se incluyó en la 

respectivo (días 30 y 31 de mayo de 2012).
En tal sentido, resulta pertinente precisar, como lo 

Constitucionali
trámite y aprobación de los Actos Legislativos se debe 

en la Ley 5ª de 1992, cuando en su artículo 227 señala: 
“las disposiciones contenidas en los capítulos anteriores 
referidas al proceso legislativo ordinario que no sean 
incompatibles con las regulaciones constitucionales, 
tendrán en el trámite legislativo constituyente plena 
aplicación y vigencia

Así, la Corte Constitucional en Sentencia C-040 de 
2010, señaló:

“El artículo 375 C. P. establece un grupo de reglas 
mínimas acerca del trámite de los proyectos de acto 

ser presentados por el Gobierno, diez miembros del 
Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los 

menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente; 
(ii) deberán tramitarse en dos periodos ordinarios y con-

y en el segundo absoluta. Doctrinariamente, cada uno 

el Gobierno publicará el texto aprobado en primera 
vuelta; y (iv) en la segunda vuelta solo podrán debatirse 
iniciativas presentadas en la primera. Sin embargo, estas 

aplicables a los proyectos de acto legislativo. En efecto, 

del Congreso, como la jurisprudencia constitucional,ii 

son plenamente aplicables las reglas del procedimiento 

reformas a la Carta. 

explica, a la luz de la jurisprudencia constitucional, en 

la especial rigurosidad en la comprobación acerca de la 

reformas constitucionales aprobadas por el Congreso. No 
-

uso de sus facultades como poder constituyente derivado, 

del país. En ese orden de ideas y a partir de un criterio 

expresión de la actividad congresional, el estándar del 

de los actos legislativos. Este nivel de exigencia, debe 
insistir la Sala, no está fundado en un ánimo formalista, 

-
crático, a través del estricto acatamiento de las reglas 
del procedimiento legislativo, en tanto condiciones 

vigoroso de las propuestas en el Congreso, la protección 

voluntad de las cámaras legislativas y los textos jurídicos 
productos de la reforma constitucional
insistido, la actividad del Congreso como constituyente 
derivado es, sin duda alguna, la competencia de mayor 

-
mente en ese ámbito de producción normativa. Por lo 
tanto, corresponde a la Corte Constitucional efectuar 

es una expresión genuina de la voluntad democrática 
del Congreso

De igual manera, en la citada Sentencia C-040 de 
  “igualmente, 

para lo que interesa al presente análisis, debe insistirse 
en que los proyectos de acto legislativo están sujetos 
al cumplimiento de los principios de consecutividad 
e identidad exible. El principio de consecutividad, 
para el caso particular de los proyectos mencionados, 
tiene origen en lo previsto en el artículo 375 C. P., en 
cuanto dispone que la iniciativa deberá ser conside-
rada en dos periodos o vueltas, prescripción que debe 
interpretarse a la lu  de lo dispuesto en el artículo 157 
Superior, que establece que todo proyecto debe haber 
sido aprobado en primer debate en la correspondiente 
Comisión Permanente de cada cámara, y en segundo 
debate por las plenarias  regla que tradicionalmente 
se ha denominado como de los “cuatro debates”, que 
para el caso de los Proyectos de Acto Legislativo se 
amplía a la “regla de los ocho debates”. El aspecto 
central que de ne el principio de consecutividad es 
que los asuntos que conforman un proyecto de ley o de 
acto legislativo hayan sido objeto de debate y decisión 
en sentido aprobatorio o denegatorio  tanto en las 

comisiones constitucionales permanentes como en las 
plenarias. Esto implica, en términos de la jurisprudencia 
de este Tribunal, que “  el articulado de un proyecto 
y los temas en él contenidos tienen que ser debatidos y 
votados a rmativa o negativamente  en todas y cada 
una de las instancias legislativas reglamentarias, sin que 
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estas puedan renunciar al cumplimiento de tal exigencia 
ni tampoco trasladar la responsabilidad a otra célula 
congresional para que el debate sea considerado en 
una etapa posterior. Dicho en otras palabras, a través 
del principio de consecutividad se busca que la totali-
dad del texto propuesto en la ponencia sea discutido y 
aprobado o improbado por las respectivas comisiones 
constitucionales permanentes y por las plenarias, en 
forma sucesiva y sin excepción, según sea el caso”iii. 
(Subraya extratextual).

del trámite legislativo, pues existe una razón superior 

cumplimiento de la misma por el Congreso en ejercicio 

es garanti ar 
la debida formación de la voluntad democrática de las 
cámaras, de manera tal que cada uno de los asuntos 
que luego ingresan a ser parte del ordenamiento ju-
rídico positivo, estén precedidos de una deliberación 
su ciente

En este orden de ideas, resulta pertinente señalar 

artículo 184 de la Constitución Política, objeto de 
nuestra objeción, no fue conocido, discutido ni apro-

Senado no intervino en la precitada reforma. Como si 
lo anterior no fuera poco, tampoco en los debates 3, 4 
y 7 llevados a cabo en la Cámara de Representantes, 
solo fue incluida en el octavo debate y en relación con 

procesos de pérdida de investidura, pero nunca de otro 
tipo de procesos ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo.

2.3.2 Inconstitucionalidad parcial del parágrafo 
2° del artículo 5° del Proyecto de Acto Legislativo 
que modi ca el artículo 178, e inconstitucionalidad 
parcial del artículo 16 que modi ca el numeral 2 del 
artículo 235 de la Constitución Política, por violación 
del principio de consecutividad.

2.3.2.1 Inconstitucionalidad parcial del parágrafo 
segundo del artículo 5° del Proyecto de Acto Legislativo 
que modi ca el artículo 178.

artículo 178 de la Constitución Política, es parcialmente 
inconstitucional por violación de los artículos 157 y 
158 superiores en armonía con el 375 ibídem, toda vez 

principio de consecutividad recogido en tales disposi-
ciones superiores. En efecto, el aparte concretamente 
acusado fue incluido tardíamente durante el sexto debate 
(segundo debate en la plenaria del Senado en segunda 
vuelta) y posteriormente acogido por la Comisión de 
Conciliación, a pesar de referirse claramente a un tema 

etapas reglamentarias anteriores del trámite de reforma 
constitucional.

citadas normas constitucionales es el siguiente, dentro 
del cual el aparte concretamente objetado se resalta en 
negrillas y subrayas: 

así: 
r o 178. La Cámara de Representantes tendrá 

las siguientes atribuciones especiales: 

“Parágrafo 2°. 

artículos 135, numeral 2 y 174 de la Constitución, por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, por 
indignidad, por mala conducta o por delitos comunes, se 
presentará personalmente por el denunciante mediante 

contra los aforados por delitos, faltas disciplinarias o 

de la segunda vuelta del acto legislativo en Plenaria del 
Senado, en el parágrafo 2° del artículo 5° del Proyecto 

Constitución Política, se incluyó la mención del numeral 
2 del artículo 135 de la Constitución Política23, con lo 

Esta novedad introducida en tal momento permitió 
incluir a los secretarios generales del Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes como sujetos 
aforados con el antejuicio político y fuero especial 
otorgado solamente al Presidente de la República o 

a los magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo Nacional de Discipli-
na Judicial, del Consejo de Estado, el Fiscal General 
de la Nación, el Procurador General de la Nación y el 
Contralor General de la República.

Con lo anterior se produce el desconocimiento del 

puesto en consideración ni debatido (menos aprobado) 
en toda la primera vuelta, ni posteriormente en el primer 
debate de la segunda vuelta (5º debate), ni en el primer 
debate en segunda vuelta Cámara (7º debate), ni en el 
segundo debate en Cámara (8º debate), impidiéndose 
con ello, en el proceso regular de formación de la ley, la 
intervención de las mayorías y de las minorías políticas.

Ciertamente, al revisar el trámite del Proyecto 

vuelta en ninguno de los textos aprobados se incluyó 
la mención del parágrafo 2° del artículo 135 de la 
Constitución Política dentro del texto de la propuesta 

ibídem. Por su parte, 

178 superior aprobado en primera vuelta tampoco se 
aprecia la inclusión mencionada24.

23 La inclusión de la mención del parágrafo 2° del artículo 
-

nitivo aprobado en el sexto debate en la Sesión Plenaria 
de Senado el día 10 de mayo de 2012, como consta en la 

a a 228 del 14 de mayo de 2012.
24 “ARTÍCULO 7°. El artículo 178 de la Constitución Polí-

 Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las 
siguientes atribuciones especiales:

 1. Elegir al Contralor General de la República. 
 2. Elegir al Defensor del Pueblo. 
 3. Examinar y fenecer la  cuenta  general del  presupuesto 

República. 

constitucionales,  al  Presidente  de  la República  o a  
-

blica,  a  los magistrados  de  la  Corte  Constitucional,  
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Por su parte, en el texto del Proyecto de Acto Le-

segundo del artículo 135 de la Constitución Política25. 

a  los  Magistrados  de la  Corte  Suprema  de Justicia,  a 
los magistrados del  Consejo  Nacional Electoral,  a los 
miembros de  la  Sala Disciplinaria  del  Consejo  Supe-
rior de  la  Judicatura,  a los Magistrados del  Consejo de 
Estado,  al  Fiscal  General  de  la  Nación,  al  Procurador  
General  de  la  Nación  y  al Contralor General de la 
República.

 5. Acusar ante el Senado por indignidad  política,  cuan-

-
dente  de  la República,  previa  solicitud  de  la  Comi-
sión  de  Investigación  y  Acusaciones  de  la Cámara. 

 6. Elegir a los miembros de la Comisión Especial de Ins-

-
gidos magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

 La Comisión  Especial  de  Instrucción estará confor-
mada  por dos  salas, una de  las  cuales adelantará  las  
investigaciones de  carácter penal  y  la  otra  las  de  
carácter disciplinario.  El informe  de  las  mismas  se  
presentará  ante  el  pleno  de  la  Honorable  Cámara  de 

-
diante decisión motivada. 

 Si  el  informe  de  la  investigación  de  carácter  penal  
fuere  acogido,  se  formulará  la correspondiente  acusa-

-
te  el  juicio conforme al artículo 175 de la Constitución. 

 Si  el  informe de  investigación  de  carácter disciplinario 
fuere  acogido  por la  plenaria  de  la Cámara, esta  dic-
tará  el  fallo  en  primera  instancia,  el  cua.!  podrá  ser  
apelado  ante  la Plenaria del Senado. 

 La  Comisión  Especial de  Instrucción tendrá  las mis-
mas facultades  otorgadas a la  Fiscalía General  de  la  
Nación  o a  la  Procuraduría  General  de  la  Nación  
para  adelantar  las respectivas investigaciones. 

 Parágrafo.  La  Comisión  Especial de  Instrucción,  ade-
lantará  las  investigaciones  contra  los funcionarios  es-
tablecidos  en  el  numeral  3  del  presente  artículo  y  

por la Cámara de Representantes.
25 En efecto, el proyecto de artículo señalaba:
 Artículo 4°. El artículo 178 de la Constitución Política 

 Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las 
siguientes atribuciones especiales:

 Elegir al Contralor General de la República.
 1. Elegir al Defensor del Pueblo.
 2. Examinar y fenecer la cuenta general del presupuesto 

República. 
-

sus veces, al Vicepresidente de la República  a los ma-
gistrados de la Corte Constitucional, a los magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia, a los magistrados del 
Consejo Nacional Electoral, a los miembros de la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a los 
Magistrados del Consejo de Estado, al Fiscal General de 
la Nación, al Procurador General de la Nación y al Con-
tralor General de la República.

 4. Acusar ante el Senado por indignidad política, cuando 
-

la República, previa solicitud de la Comisión de Investi-
gación y Acusaciones de la Cámara.  

 5. Elegir a los miembros de la Comisión Especial de Ins-

-
gidos Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.

Tan solo en el texto aprobado en el sexto debate 

la novedosa la referencia al numeral 2 del artículo 135 
de la Constitución Política, en los siguientes términos:

Artículo 6°. El artículo 178 de la Constitución Po-

Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá 
las siguientes atribuciones especiales:

Elegir al Defensor del Pueblo.
Examinar y fenecer la cuenta general del presupuesto 

República. 
Acusar ante el Senado al Presidente de la Repúbli-

faltas o causal de indignidad. y a los magistrados de la 
Corte Constitucional.

-
titucionales o legales a los magistrados de la Corte 
constitucional, a los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, a los magistrados del Consejo de Estado, 
al Fiscal General de la Nación, al Procurador General 
de la Nación y al Contralor General de la República. 

se presenten contra los expresados funcionarios. Si la 

aforados la encuentra fundada la Cámara la remitirá a 
la Corte Suprema de Justicia para lo de su competencia. 

por la comisión.

-
cionado con sus funciones o infracción a los deberes 
funcionales de conformidad con la constitución y las 
leyes, la Cámara dará traslado de ella a la Comisión 

reputación preferentemente ex magistrados de la Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de 
Estado o profesores eméritos de universidades públicas 

 La Comisión Especial de Instrucción estará conformada 
por dos salas, una de las cuales adelantará las investiga-
ciones de carácter penal y la otra las de carácter disci-
plinario. El informe de las mismas se presentará ante el 

lo acogerá o lo desestimará mediante decisión motivada.
 Si el informe de la investigación de carácter penal fuere 

acogido, se formulará la correspondiente acusación ante 

conforme al artículo 175 de la Constitución.
 Si el informe de investigación de carácter disciplinario 

fuere acogido por la plenaria de la Cámara, ésta dictará 
el fallo en primera instancia, el cual podrá ser apelado 
ante la Plenaria del Senado.

 La Comisión Especial de Instrucción tendrá las mismas 
facultades otorgadas a la |Fiscalía General de la Nación 
o a la Procuraduría General de la Nación para adelantar 
las respectivas investigaciones.

 Parágrafo. La Comisión Especial de Instrucción, adelan-
tará las investigaciones contra los funcionarios estable-
cidos en el numeral 3 del presente artículo y asumirá las 

-
ra de Representantes.

-
-

sionar para la práctica de pruebas cuando lo considere 
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ejercido la profesión con buen crédito por más de 30 

Cámara de Representantes y cuatro por el Senado, para 
un periodo de 4 años, dentro de los 30 días siguientes 
a la instalación del Congreso elegido para un periodo 
constitucional, y no serán reelegibles. Esta Comisión se 

ante el Senado y así lo informará a la plenaria de la 

La Cámara prestará a esta Comisión todo el apoyo 

artículos 135, numeral 2 y 174 de la Constitución, por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, por 
indignidad, por mala conducta o por delitos comunes, se 
presentará personalmente por el denunciante mediante 

contra los congresistas por delitos o faltas disciplinarias.
Parágrafo 2°. Las decisiones proferidas por el Senado 

en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 174 y por 
la Cámara en virtud de lo normado en este artículo son de 
naturaleza política y, por tanto, no implican el ejercicio 
de función judicial o administrativa. En consecuencia 
no tendrán acción ni recurso alguno ante otra autoridad.

comisionar para la práctica de pruebas cuando lo con-

En el séptimo y octavo debate no fue considerado, 
-

tículo 135 de la Constitución Política, ni a la inclusión 
de los Secretarios Generales de Cámara y Senado como 
sujetos titulares de fuero especial. 

de consecutividad aplicado concretamente al proceso 
-

segundo periodo sólo se debatan iniciativas temáticas 

oportunidad esta inclusión tardía de los secretarios de 
Cámara y Senado dentro del grupo de aforados especiales 

tal principio. (C. P. Artículos 157, 158 y 375).
La jurisprudencia constitucional previamente cita-

proyecto de ley, deban surtir un total de cuatro debates; 

o improbado tenga plena validez.

debates tornan efectivo el principio democrático en el 
proceso de formación de las leyes, pues posibilitan la 
intervención de las distintas fuerzas políticas representa-
das en el Congreso de la República, fuera de lo cual, su 
realización en las respectivas Comisiones Permanentes y 
en la Plenaria de cada una de las cámaras, resulta acorde 

decidió al estructurar el órgano legislativo.
-

examinar los temas incorporados en el proyecto de ley 

ser discutido, aprobado o improbado en las Comisio-
nes Constitucionales Permanentes de cada una de las 
cámaras y en las respectivas Plenarias, pues la falta de 
la discusión en las mentadas células legislativas y en 
las sesiones plenarias del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes, un proyecto no puede 
convertirse en ley de la República.

C-469 de 2011:
La Corte reiteró los lineamientos trazados por 

la jurisprudencia constitucional en relación con los 

debate legislativo, conforme a los cuales, el proyecto 

en cuanto a su materia o núcleo temático durante los 
cuatro debates parlamentarios, pero esa identidad no 

tenor literal durante todo su trayecto en el Congreso, 

de las Cámaras Legislativas el artículo 160 de la Carta 
Política frente a las iniciativas aprobadas en primer 
debate por las comisiones constitucionales permanen-

la inclusión y aprobación en el sexto debate del nove-
doso asunto del fuero especial para los Secretarios de 
Senado y Cámara en el Proyecto de Acto Legislativo de 
la referencia, se vulneró el principio de consecutividad, 
razón por la cual su inclusión es inconstitucional.

de los Secretarios de Senado y Cámara dentro de los 
sujetos de fuero especial y no general, es decir de 
aquellos cuyo juzgamiento por la Rama Judicial 
debe ser precedido de ante juicio político en el 
Congreso, difícilmente puede considerarse como un 
tema conexo con el asunto general del juzgamiento de 

trámite del Proyecto de Acto Legislativo. En efecto, 

grupo general de aforados (Congresistas, Ministros, 

de un nuevo grupo de aforados generales cuya inclu-
sión era plausible en cuanto el tema venía tratándose 
en el proceso constituyente. Pero la adición de estos 
funcionarios al escaso grupo de aforados especiales, 
cuyo juzgamiento jurisdiccional se antecede del juicio 
político en el Congreso, resulta completamente nove-
dosa y extraña al asunto concreto de este fuero especial 

-
cional en una garantía de inmunidad especial frente a 
la privación pronta de la libertad, no reconocida a los 
aforados generales.

conexidad temática la inclusión de los Secretarios de 
Senado y Cámara como sujetos de esta prerrogativa 
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de la República, a los Magistrados de la Corte Consti-
tucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
Nacional de Disciplina Judicial, del Consejo de Estado, 
al Fiscal General de la Nación, al Procurador General 
de la Nación y al Contralor General de la República, 

-
cretarios generales.

El fuero especial constitucional para los Altos Funcio-
nario del Estado encuentra su razón de ser en la necesidad 
especial de garantizar, “por una parte, la dignidad del 

la independencia y autonomía de algunos Órganos del 
Poder Público para garantizar el pleno ejercicio de sus 
funciones y la investidura de sus principales titulares, 
las cuales se podrían ver afectadas por decisiones ordi-
narias originadas en otros poderes del Estado, distintos 

fuero especial26“. Por lo cual no existe un vínculo de 

garantía sea extendida en etapas avanzadas del trámite 
constituyente a los Secretarios Generales del Senado 

artículo 47 de la Ley 5ª de 1992, están llamados a 
cumplir funciones y responsabilidades generales de 
estirpe meramente administrativas, de coordinación, 

de la República, las cuales resultan ajenas y distintas 

establece la reforma.
Al respecto, basta recordar los deberes asignados27 

a los Secretarios Generales de las células legislativas 
del Congreso de la República para arribar a la misma 
conclusión:

ARTÍCULO 47. DEBERES. Son deberes del Secre-
tario General de cada Cámara: 

1. Asistir a todas las sesiones. 

3. Dar lectura a los proyectos, proposiciones y de-

Sesión Plenaria. 
4. Informar sobre los resultados de toda clase de 

ser enviadas por el Presidente. 
6. Informar regularmente al Presidente de todos los 

mensajes y documentos dirigidos a la corporación, y 
acusar oportunamente su recibo. 

7. Mantener organizado y actualizado un registro 
de entrega y devolución de los documentos y mensajes 
enviados a las respectivas comisiones. 

8. Coordinar la grabación de las Sesiones Plenarias 
y vigilar la seguridad de las cintas magnetofónicas y 
las actas. 

9. Entregar a su sucesor, por riguroso inventario, todos 
los documentos, enseres y demás elementos a su cargo. 

Congreso, acompañado de un inventario general y un 

26 Sentencia SU-624/96.
27 Por el precitado artículo 47 de la Ley 5a de 1992.

11. Disponer la publicidad de la Gaceta del Congreso. 

particulares. 
13. Mantener debidamente vigilados y custodiados 

en la corporación a los altos funcionarios del Gobier-
no, y darles el trámite debido. Así mismo, las actas y 

14. Disponer, de acuerdo con la Presidencia, de las 
instalaciones locativas de la corporación cuando se lo 

Sobre la razón del fuero especial, precedido de ante 
juicio político en el Congreso de la República, la Corte 

jurídica constitucional y sus objetivos y limitaciones; 
al respecto en Sentencia C-222 de 1996, M. P. Doctor 
Fabio Morón Díaz, se señaló:

de garantía de la independencia, autonomía y funcio-

sirven los funcionarios vinculados por el fuero. Ante todo 

acceso a la justicia se pretenda paralizar ilegítimamente 
el discurrir normal de las funciones estatales y el ejer-

democráticamente para regir los destinos de la Nación. 
“En el caso del Presidente de la República, por 

ejemplo, este goza del fuero constitucional consagra-
do en el artículo 199 de la Carta: “El Presidente de la 

ser perseguido ni juzgado por delitos, sino en virtud de 
acusación de la Cámara de Representantes y cuando el 

En conclusión, resulta difícil encontrar un vínculo 
de conexidad material, teleológica, causal, o sistemática 

del Acto Legislativo, de los Secretarios Generales de 
Senado y Cámara dentro del grupo de aforados especia-
les, se amparaba en la consideración según la cual “el 

trámite, por lo cual tal adición no resultaba plausible 
ni jurídicamente viable. 

2.3.2.2 Inconstitucionalidad parcial del artículo 
16 del texto conciliado que modi ca el numeral 2 del 
artículo 235 de la Constitución Política. 

Igualmente se debe predicar la inconstitucionalidad 
parcial, por las mismas razones, del artículo 16 del 

numeral segundo, relacionado con las atribuciones de 
la Corte Suprema de Justicia de investigar y juzgar a los 

cuya inclusión tardía adolece del mismo vicio de falta 
-

el artículo 178, explicado anteriormente. 
El texto de la disposición es el siguiente, dentro del 

cual se subraya y resalta lo acusado:
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“Artículo 16. El artículo 235 de la Constitución 

Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema 
de Justicia:

1. Actuar como tribunal de casación.
-

tan los artículos 135 numeral 2, 174 y 178 numerales 
3 y 4, una vez surtido el trámite del artículo 175 de la 
Constitución.

El aparte destacado fue incluido en el mismo momen-

2° del artículo 5° del Proyecto de Acto Legislativo, 

ausencia de conexidad temática, causal o teleológica, 

objeción de inconstitucionalidad por razones de trámite.
Por lo anterior, el Gobierno objeta también esta 

inclusión tardía de la mencionada expresión.
2.  bjeción por inconveniencia de la totalidad del 

articulado.

-
rable Congreso de la República adopte las medidas 

entren en vigencia. No obstante, dada la gravedad de 
estas irregularidades y las previsibles consecuencias 

institucional del país, en la afectiva prestación del ser-
vicio de Administración de Justicia y en el desarrollo 
transparente de la actividad parlamentaria, el Gobierno 
Nacional se permite objetar la totalidad del articulado 
aprobado por el Congreso. 

-

enunciados en este escrito, los reparos sobre la legiti-
midad y la inconveniencia formulados contra el resto 
de las disposiciones desarticulan inconvenientemente 
la reforma, desprestigiando con ello todo el proceso 

-

-

como fueron aprobados podría generar un daño muy 

algunas de sus disposiciones podrían no ser consistentes 
con el resto de sus normas. 

durante la última etapa del procedimiento de aprobación 
del acto ponen en tela de juicio no sólo las normas di-
rectamente objetadas, sino el proyecto en su conjunto, 

la reforma. La carencia absoluta de competencia para 

inconsistencia.
El proyecto tiene varias líneas gruesas. Está basado 

tratándose de una reforma constitucional. Por ejemplo, la 

descongestión judicial, el acceso a la Administración de 
Justicia, recursos para la rama judicial y el mejoramiento 
de los instrumentos e instituciones de administración, 
gobierno, gestión y ejecución de planes y programas de 
la rama judicial, se encuentran desarticulados en el texto 
conciliado, generando consecuencia de incalculables 

de administración y gobierno de la rama, lo cual no se 

anunciadas. De otra parte, el cambio del sistema de in-
vestigación y juzgamiento de cada uno de los grupos de 

-
terializar la congestión y la impunidad en un sistema 

-
gados, de las víctimas y de la sociedad general. Igual 
ocurrió con los procesos de pérdida de investidura en 

El Proyecto de Acto Legislativo constituía un texto de 

contrario, se extraña.
Por ello, las objeciones particulares contra las dispo-

procedimiento y contenido tienen la magnitud de afectar 

manto de ilegitimidad sobre todo el articulado del acto 

para revertir esta iniciativa. 
-

yecto afecta no sólo las normas objetadas, sino todo 

Congreso.
Por estas consideraciones el Gobierno Nacional 

devuelve con objeciones al Congreso el acto respectivo, 

contra el orden constitucional y la seguridad jurídica 
de los colombianos.

Cordialmente,
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministerio del Interior,
Federico Rengifo Véle .

Juan Carlos Esguerra Portocarrero.

i Corte Constitucional, Sentencias C-332 de 2005 (M. P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), C-1040/05 (M. P. Ma-
nuel José Cepeda Espinosa, et. al.) y C-427/08 (M. P. 
Manuel José Cepeda Espinosa).

ii Corte Constitucional, Sentencias C-222/97 (M. P. José 
Gregorio Hernández Galindo), C-614/02 (M. P. Rodrigo 
Escobar Gil), C-1040/05, C-332/05, entre otras.

iii Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-1040 de 2005.
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